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El objetivo de este trabajo es presentar una propuesta para que el operador 
juridicial al momento de investigar, adecuar  y juzgar un crimen en Persona 
Protegida  cuando la víctima sea un combatiente, que no se encuentra en 
desarrollo de sus actividades Militares o de Guerra; en términos claros  que se 
encuentra disfrutando de un periodo vacacional, permiso, franquicia, tratamiento 
médico, citación de autoridad competente, actividades de recreación, familiares 
y/o de formación académica, remiso, desertor, reinsertado, haya dejado las armas 
por acuerdos bilaterales, por procesos de paz,  y que pertenezcan a las Fuerzas 
Armadas, Grupos Disidentes, o Grupos reconocidos dentro del conflicto interno 
colombiano, cuya muerte haya sido con ocasión a esa pertenencia, deberá 
calificarlo como “Homicidio en Persona Protegida” por el Derecho Internacional 
Humanitario y de conformidad con el artículo 135 Numeral 6 del Código Penal 
Colombiano, y no por homicidio simple de acuerdo a lo señalado en Artículo 103 o 
agravado 104 Ibídem.   
 
Esta propuesta nace como reflexión de sentencias condenatorias por homicidio 
común cuya victima fue miembro de la fuerza pública, los asesinatos contra 
reinsertados, excombatientes, amnistiados cuyos autores han sido miembros de 
grupos armados opuesto; personas que estaban desarmadas o en su defecto 
habían depuesto las armas, si bien pertenecían o habían pertenecido a un grupo 
armado, no representaban un riesgo para el grupo armado que ejecuto la acción, 
ahora éstos por la muerte de aquellos han sido investigados, acusados y 
sentenciados  por homicidio simple u homicidio agravado, incluso Terrorismo; 
cuando en realidad  los deberían haber sentenciado por “homicidio en persona 
protegida”.   Pues ya no representaban un riesgo, pero su muerte se generó como 
consecuencia de esa pertenencia a ese grupo Armado contrario, y por ende es 
una clara violación al Derecho Internacional Humanitario.  
 
 
El desarrollo de este trabajo traerá como resultado la protección y salvaguarda de 
los instrumentos internacionales aprobados por el Estado Colombiano y con la 
necesidad de  construir un marco jurídico idóneo, que regule desde el control 
penal punitivo, aquellos atentados contra esos combatientes, que están protegidos 
por el Derecho Internacional Humanitario, por ese acontecer militar y de guerra. 
Pero, que por alguna circunstancia se separan o abandonan ese acontecer militar 
y de guerra.  Deberá entenderse que su protección debe prevalecer a través del 
tiempo, incluso así haya concluido la Guerra, con el objeto de salvaguardar su 
status de beligerancia. 
 
La pretensión es dejar en claro cuáles son esas circunstancias análogas o 
semejantes y que por lo tanto esa pertenencia a determinado bando, les otorga la 
protección del Derecho Internacional Humanitario. Esta situación no puede en 
ningún momento ser desconocida, ni por el fiscal que investiga y acusa, ni por el 
juez que a la hora de encontrar una responsabilidad penal del investigado por esta 
conducta criminal, debe enmarcarse como Homicidio en Persona Protegida, esa 
misma línea debe tener como asidero tanto representantes de víctimas como el 
Ministerio Público.   
 
Ese marco punitivo debe encuadrar, a futuro, en una garantía para todas aquellas 
personas que por desdicha o en representación de otros o en cumplimiento de 
normas internas, se ven abocados asumir un conflicto armado.  Así, que la 
necesidad de calificar  el Homicidio en Persona Protegida cuando el miembro de 
un grupo de las Fuerzas Armadas o de cualquier grupo disidente o de cual se 
tenga conocimiento de su actividad militar, es de alguna manera muerto por su 
pertenencia al mismo, permite por un lado  fortalecer los programas 
gubernamentales y por otro humanizar ese conflicto armado que ya lleva pasada 
cinco décadas en Colombia. Deben entender los grupos armados que en  la 
guerra también  hay reglas, y que si esas reglas no se respetan, serán castigados 
con severidad y conforme a esas reglas que rigen la Guerra. 
 
 
Pero no es posible que se continúe calificando un homicidio común, cuando el   
Derecho Internacional Humanitario, tiene unas características especiales, y 
requieren de mayor severidad  a su violación, por tratarse precisamente de 
personas que tiene en parte un poder, una disposición dominante.  De ser así 
estaríamos aplicando la normatividad Internacional Humanitaria a los actos 
esporádicos y aislados de violencia y otros actos análogos, que realmente no 
tienen pertenencia al conflicto armado interno Colombiano. Por lo tanto es hora de 
persistir con la adecuación de la norma frente a la violación del Derecho 
Internacional Humanitario, en el caso que nos ocupa proteger la persona, como 
ese ser intelecto y necesario para la supervivencia y existencia de la raza humana, 
























El presente proyecto está encaminado a presentar una propuesta para que el 
operador judicial al momento de investigar y juzgar los crímenes  cuando la 
Víctima sea un combatiente que se encuentra disfrutando de un periodo 
vacacional, un permiso, una franquicia, una licencia, acudiendo a una consulta 
médica, a una citación ante autoridad competente, o actividades de recreación o 
familiares y formación académica, cuyo autor es un miembro de las Fuerzas 
Armadas o de  un Grupo Disidente, estos o aquellos deben responder por 
Homicidio en Persona Protegida por el Derecho Internacional Humanitario (Art. 
135 Numeral 6 C.P.), y no por homicidio simple o agravado (Art. 103 y 104 C.P.), 
en aras de salvaguardar los instrumentos internacionales aprobados por el Estado 
Colombiano, y con la necesidad de constituir  un marco jurídico claro que regule 
desde el control penal punitivo aquellos atentados contra combatientes  que ya no 
lo son por circunstancias ajenas al acontecer militar o de guerra. 
  
Debe entenderse que el Combatiente que se no encuentra  realizando ninguna 
actividad propia del acontecer militar o de guerra, y por lo tanto, como persona 
humana queda bajo la salvaguarda de los principios de humanidad y de las 
exigencias de conciencia pública, tal como lo prevé el artículo 3 común a los 
convenios de Ginebra del dos de agosto de 1949, título II Trato Humano, artículos 
4 y 5 entre otras prevé que las personas que hayan dejado de participar en las 
hostilidades estando privadas de la libertad tienen derecho a que se les respete su 
persona, su honor, sus prácticas religiosas, prohibido ordenar que no hayan 
sobrevivientes, los atentados contra la vida, la salud, la integridad física o mental, 
en particular el homicidio y los tratos crueles tales como la tortura y las 
mutilaciones o toda forma de pena corporal.   Esas personas calificadas como 
tales son los miembros de la fuerza pública, militares y policías y los grupos 
disidentes como lo son las guerrillas y autodefensas; grupos que están 
plenamente identificados, tiene un mando responsable, son del saber público e 
 
 
intervienen en el conflicto colombiano. 
 
Tanto los unos como los otros en consideración al Principio de distinción entre 
combatientes y no combatientes, es una regla esencial en el Derecho 
Internacional Humanitario, prevé que las partes en el conflicto deben diferenciar 
entre “combatientes y no combatientes, puestos que estos últimos no pueden ser 
un objetivo de la acción Militar.   La anterior distinción tiene una elemental razón 
de ser: Si la Guerra busca debilitar militarmente al enemigo, no tiene por qué 
afectar a quienes no combaten, ya sea porque nunca han empuñado las armas 
(población Civil), ya sea porque han dejado de combatir (enemigos desarmados), 
puesto que ellos no constituyen potencial militar”1.  Así las cosas ante una 
eventual acción tanto de uno como los otros en contra de estos o aquellos, es 
evidente que la acción penal  será indudablemente por Homicidio en Persona 
Protegida.  El objetivo debe ser muy claro cuando se está ante una Persona que 
tiene la calidad de combatiente, pero que no está dentro del acontecer militar o 
de guerra, sino actividades totalmente ajenas a ese propósito, y para lo cual se 
lleva a cabo la dinámica académica de la ponencia, por lo tanto para esta persona 
debe preverse al menos estos requisitos: 
 
1) Que los captores de la persona, tengan la pertenencia a las Fuerzas Armadas 
o al de Grupos disidentes. 
   
2) Que esa persona sea identificada y tenga la condición de ser un miembro de 
las Fuerzas Armadas o de Grupos Disidentes. 
 
3) Que  la Persona  realice actividades totalmente ajenas al acontecer Militar o de 
Guerra y   
4) Que como consecuencia de esa condición le sobrevenga la muerte a manos de 
1 Curso en Derecho Internacional de los Conflictos Armados y Derecho Penal Internacional. Fuerzas Militares 
de Colombia Ejército Nacional. Pág. 153. 
 
 
                                                 
sus captores. 
 
No podría tenerse como cierto, argumentos como, que  “el hecho no se presentó 
con ocasión al combate”, que “el deceso no tiene relación con la actividad de ser 
miembro de las fuerzas armadas o de los grupos disidentes”, no  podrá tomarse 
como excusa o pretexto situaciones como el no reconocimiento del status de 
beligerancia o de existencia de un Conflicto Armado no Internacional.  Porque el 
status de beligerancia obedece a consideraciones de índole Político y el respeto 
del Derecho Internacional no puede estar por encima de dicha deferencia; además 
se ha incorporado las normas humanitarias sin implicar la declaración de 
beligerancia a los grupos disidentes, en este sentido el artículo 3 Común y el 
Protocolo II hacen hincapié sobre el tema, por lo tanto, de ninguna manera puede 
entenderse un obstáculo para la calificación de Homicidio en persona protegida.  
En tanto a la existencia de un conflicto armado, a la vez que tenemos unas fuerzas 
armadas integradas por Militares y Policía reconocida Constitucionalmente el 
Estado Colombiano ha reconocido  “por diferentes vías  la existencia del conflicto 
armado no internacional, como también a los grupos guerrilleros y de autodefensa 
como parte del mismo, con ocasión de la expedición de leyes como la 782 de 
2002 y la 975 de 2005”.2   La norma constitucional en este campo es clara al tenor 
del artículo 93, señala que los tratados Internacionales hacen parte del Bloque de 
Constitucionalidad, más aún cuando se trata de salvaguardar la integridad de la 
vida y en su defecto de buscar justicia y verdad. 
 
En relación con el tema en comento, existe al tenor del artículo 103 el homicidio y 
en el artículo 104 da las circunstancias de agravación.  Como bien puede 
deducirse del título segundo: Delitos contra personas y bienes protegidos por el 
Derecho Internacional Humanitario, capítulo único, artículo 135 “Homicidio en 
Persona Protegida, numeral 6”, los combatientes que hayan depuesto las armas 
por captura, rendición u otra causa análoga.  De tal suerte que al ostentar esa 
2 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, M.P. José Leonidas Bustos Proceso 29753. 
 
 
                                                 
calidad de militar o policía o miembro del grupo disidente, debe acusarse y 
juzgarse por homicidio en persona protegida y no como un homicidio común o 
agravado, pues así se desprende de la norma, en caso que estos o aquellos le 




Persona, persona protegida, derecho internacional humanitario, homicidio, ius in 
bello,  ius ad bellum, combatientes, Fuerzas Armadas de Colombia, Disidentes, 

























This project aims to present a proposal for the operator to court when investigating 
and prosecuting crimes where the victim is a fighter who is enjoying a holiday 
period, permit, franchise, license, going to a query care, a citation to authority, or 
recreational activities or family and educational background, whose author is a 
member of the Armed Forces or a splinter group, these or those answerable for 
murder of protected persons by international humanitarian law (Article 135 
Paragraph 6 CP), not manslaughter or aggravated (Art. 103 and 104 CP), in order 
to safeguard the international instruments adopted by the Colombian government, 
and the need to establish a clear legal framework governing from punitive penal 
control attacks those combatants who are no longer happening by circumstances 
beyond the military or war. 
  
It should be understood that the combatant who is not engaged in any activity of 
the military or war happen, and therefore, as a human person remains under the 
protection of the principles of humanity and the dictates of public conscience, as 
foreseen by the Article 3 common to the Geneva Conventions of August 2, 1949, 
title II Humane Treatment, Articles 4 and 5 among others provides that persons no 
longer taking part in hostilities to be deprived of liberty have the right to be 
respected their persons, their honor, their religious practices have been prohibited 
to order that no survivors, violence to life, health, bodily or mental, in particular 
murder as well as cruel treatment such as torture, mutilation or any form of 
corporal punishment. Those persons qualified as such are members of the security 
forces, military and police and dissident groups such as guerrillas and 
paramilitaries, groups that are fully identified, has a responsible command, are 
public knowledge and are involved in the Colombian conflict. 
 
Both one and the other into consideration the principle of distinction between 
combatants and non-combatants, is an essential rule in international humanitarian 
 
 
law provides that the parties to the conflict must distinguish between "combatants 
and noncombatants, since these latter can not be a target of military action. The 
above distinction is a basic rationale: If the War to weaken the enemy militarily, 
need not affect those who do not fight, either because they have never taken up 
arms (civilians), either because they have stopped fighting ( unarmed enemies), 
since they are not military potential. " So things to a possible action both single 
others against this or that, it is clear that the prosecution will undoubtedly by 
murder of protected persons. The aim should be very clear when you are faced 
with a person who has the status of combatant, but that is not happening within the 
military or war, but activities totally unrelated to that purpose, and which is held 
academic dynamics of the paper, therefore this person must be provided for at 
least the following requirements: 
 
1) That the captors of the person, having membership in the Armed Forces or 
dissident groups. 
   
2) Such person is identified and has the status of being a member of the Armed 
Forces or dissident groups. 
 
3) The person carries on totally unrelated to events or War and Military. 
 
4) As a consequence of this condition death befalls him at the hands of his captors. 
 
It could be as true, as arguments, "the effect was not evident at the time the fight", 
that "death is not related to the activity of being a member of the armed forces or 
dissident groups" can not be taken as excuse or pretext situations as non-
recognition of belligerent status or existence of an international armed conflict. 
Because the status of belligerency obeys Political considerations and respect 
international law can not be above such deference, also has joined the 
humanitarian rules without involving the declaration of belligerency dissident 
 
 
groups in this respect Article 3 Common and Protocol II on the subject emphasize, 
therefore, can be understood in any way an obstacle to qualification Homicide of 
protected person. While the existence of an armed conflict, while we integrated 
armed forces recognized by Military Police and the Colombian state has 
constitutionally recognized "by the existence of different pathways NIAC, as well as 
guerrilla groups and self as part of the same, on the occasion of the issuance of 
laws like the 782 of 2002 and 975 of 2005 " The constitutional provision in this area 
is clearly the wording of Article 93, states that international treaties are part of the 
constitutional, especially when it comes to safeguarding the integrity of life and 
failing to seek justice and truth. 
 
In relation to the issue in question, there is the wording of Article 103 homicide and 
Article 104 gives the circumstances of aggravation. As can be inferred from Title II: 
Crimes against persons and objects protected under international humanitarian 
law, chapter one, section 135 "murder of protected persons, number 6", 
combatants who have laid down their arms by capture, surrender or other similar 
cause . In such a way that to hold that quality of military or police or member of the 
dissident group, should be impeached and tried for murder of protected persons 
and not as common or aggravated murder, as well as the rule is clear, if these or 
those death will occur. 
 
KEY WORDS 
Person, protected person, international humanitarian law, murder, ius in bello, ius 
ad bellum, fighters, Armed Forces of Colombia, Dissidents, insurgency, AUC, 








1.  ASPECTOS PRELIMINARES 
 
Siendo el Homicidio en Persona Protegida, un bien jurídico amparado por las  
fuentes del Derecho Internacional Humanitario y en el caso que nos ocupa en 
Calidad de combatientes, consagrado en nuestra Normatividad Penal  Colombiana 
Ley 599/2000, al tenor del artículo 135 numeral sexto, es necesario construir un 
marco jurídico claro que pueda regular sin ambigüedades, equívocos o 
imprecisiones la tipificación de la conducta cuando se genere un atentado contra 




¿Es necesario unificar criterios para investigar y juzgar a los miembros de las 
fuerzas armadas o grupos disidentes por homicidio en persona protegida cuando 
la víctima es o ha sido un combatiente que se encuentra en actividades ajenas al 
combate y es capturado por éstos o aquellos y por esa condición de combatiente 




La relevancia del presente estudio es una invitación a una reflexión profunda y 
concienzuda acerca de la situación actual de nuestro país en cuanto al conflicto 
armado y la repercusión internacional que tiene el hecho de no aplicarse de 
manera tajante lo estipulado en el Derecho Internacional Humanitario en cuanto al 
homicidio en persona protegida. 
 
En Colombia existe  un conflicto armado que se suscitó con el nacimiento de las 
guerrillas en los años 60’s y se incrementó con la aparición de las autodefensas en 
los años 80’s, generándose ese conflicto armado bajo la dirección de mandos que 
se hacían responsables; en la subversión encontramos entre otros a Manuel 
 
 
Marulanda: “Alias Tiro Fijo” (Guerrilla), Carlos Castaño y Salvatore Mancuso 
(Autodefensas), entre otros.  Los primeros, se instalaron en la zona de Marquetalia 
Tolima y posteriormente en todo el territorio, incluido las zonas urbanas  y los 
segundos para el área de Urabá y Córdoba y luego se extendieron al territorio 
nacional, con un control muy marcado en varias regiones. Tímidamente en los 
años 90’s se empezó a reconocer la existencia del conflicto armado, esto con el fin 
de evitarle la injerencia de otros Estados u organismos internacionales en asuntos 
internos.  
 
Tampoco se le ha reconocido el status de beligerancia con el entendido que puede 
haber interferencia en la vigencia del sistema interno o por otro lado, desconocer 
la soberanía del Estado Colombiano.  De igual manera, tendría que 
reconocérseles el territorio ocupado por éstos, lo que a la postre podría convertirse 
en una división territorial que perjudicaría ostensiblemente la República.  Y que 
como ya se ha dicho obedece más a una situación política de Estado,  que 
humanitaria. 
 
Así las cosas, al tener hoy por hoy, Colombia una normatividad  de corte 
internacional, esto es, que ha incorporado a su sistema jurídico Tratados, 
Convenios y Acuerdos Internacionales sobre Derecho Internacional Humanitario, 
contemplada en los Cuatro Convenios de Ginebra, Artículo 3 común a los cuatro 
convenios de Ginebra y Protocolos I y II,  y demás normatividad que ha surgido en 
este ámbito, incluso, a partir del año 2009  que entró a operar la aplicación de la 
Corte Penal Internacional, en nuestro Territorio. 
 
Consecuentemente, es necesario, que las autoridades competentes, tengan una 
unidad de criterio para investigar y juzgar por homicidio en persona protegida 
conforme a la norma del Derecho Internacional Humanitario establecida en el 
artículo 135 numeral 6 Ley 599 del 2000 Código Penal a integrantes de las 
Fuerzas Armadas y grupos disidentes cuando la víctima es un combatiente que se 
 
 
encuentra  realizando actividades ajenas al combate; en otras palabras esté 
disfrutando de vacaciones o permiso, asistiendo a una cita médica, acudiendo a 
una citación de autoridad competente o en estado de desprevención sea 
sorprendido y plenamente identificado y acto seguido sea ejecutado por esta 
condición.    
 
Bajo ninguna circunstancia debe calificarse por un delito de homicidio común 
agravado, como los contemplados en el artículo 103 y 104 de la Ley 599 del 2000, 
pues dicha calificación atenta ostensiblemente contra la recta aplicación de 
justicia, obviando la normatividad internacional que se debe aplicar en 
circunstancias de guerra, como el caso nuestro: “ conflicto interno”.   
 
Por otro lado tiene una repercusión  trascendental a nivel internacional, habida 
cuenta que al empezar a aplicarse  el estatuto de Roma a partir del año 2009 
opera esa necesidad internacional de reconocimiento de justicia trasnacional y al 
no operarse, ocasionaría efectos contra el Estado Colombiano como un ente 
incapaz de castigar los delitos de esta índole, de esta forma, el presente proyecto 
obedecería a tener una amplia difusión para que así las autoridades encargadas 
de su aplicación hablaran un mismo idioma con elementos claros que disipen sus 
dudas y diferencias claras entre el Homicidio común y Agravado y el Homicidio en 
Persona Protegida(combatientes o enemigos desarmados) evitando repercusiones 
sancionatorias de tipo internacional.  Para coadyuvar nuestra apreciación, 
podemos definir entre otros, el homicidio común, el homicidio en persona 









1.3  OBJETIVOS 
 
1.3.1 Objetivo General 
 
Establecer mediante un documento idóneo, unidad de criterios jurídicos al calificar 
el Homicidio en Persona Protegida, contemplada en el Derecho Colombiano, 
cuando la víctima es un combatiente, que no se encuentra realizando actividades 
propias del acontecer Militar o de Guerra y su deceso lo causan las Fuerzas 
Armadas o grupos disidentes (Guerrilla o Autodefensas) que operan en el 
Territorio Nacional. 
 
1.3.2 Objetivos Específicos 
 
• Diferenciar  el homicidio común y agravado del homicidio en persona protegida 
por el Derecho Internacional Humanitario. 
 
• Analizar sentencias por Homicidio donde estén involucrados miembros  de la 
fuerza Pública y Grupos Disidentes, donde los unos y los otros sean víctimas 
entre sí, en donde debe calificarse como Homicidio en Persona Protegida. 
 
• Determinar la  conveniencia o no del status de beligerancia y el reconocimiento 
del conflicto armado en el territorio colombiano, es un factor para sindicar a 
miembros de las fuerzas Armadas y Grupos Disidentes de Homicidio en 
Persona Protegida cuando la víctima es uno de éstos. 
 
• Estipular el rol que desempeña el combatiente en las fuerzas armadas y el rol 





• Analizar si existe suficiente ilustración sobre los derechos de los combatientes, 
tanto en las fuerzas armadas como en los grupos disidentes en Colombia. 
 
1.3.3 DISEÑO METODOLOGICO 
 
Para diferenciar el homicidio común del homicidio en persona protegida por el 
D.I.H. se llevará a cabo un estudio del derecho comparado para determinar  los 
enfoques de la normatividad nacional e internacional, contando con ello  con los 
cuatro convenios de Ginebra, Ley 5 de 1980; los Protocolos adicionales I, Ley 11 
de 1992 y II, Ley 171 de 1994, de 1977; artículo 2 común a los Cuatro Convenios 
de Ginebra; Artículo 3 del I Convenio; 5 y 6 del IV; Artículo 3 Común a los 4 
convenios de Ginebra y el Protocolo adicional II, abonado a ello las fuentes del 
sistema universal como lo son la doctrina, que son “los pronunciamientos 
adoptados por un órgano competente a fin de interpretar o aclarar el contenido, 
alcance o valor jurídico de una disposición contenida en la normatividad 
internacional o, eventualmente, una regla o principio del derecho consuetudinario 
vigente”3, la jurisprudencia como un conjunto  de sentencias o fallos dictados por 
los jueces u órganos judiciales nacionales o internacionales, la cual prevé una 
serie de decisiones que tienen una amplia connotación para la validez de la  
aplicación al homicidio de la persona protegida; y demás fuentes auxiliares sobre 
el particular que a nivel internacional son tenidas en cuenta para la 
complementación sobre el contenido y alcance de ésta normatividad.   
 
Por otra parte es indispensable tener como asidero las fuentes constitucionales 
nacionales al tenor de los artículos 2, 11, 73, 93 y 214 y la Ley 599 artículo 135 
núm. 6 del Código Penal Colombiano y Ley 906 del 2004 Código de Procedimiento 
Penal. Determinando así  la unidad de criterios que llevaron a concertar el 
Tratado, el Convenio y el Acuerdo que sobre este particular se tiene en el D.I.H. y 
3 Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Normativa, Jurisprudencia y doctrina de los sistemas 
universal e interamericano.  Pág. 28 
 
 
                                                 
así poder establecer si se está aplicando de manera fundamental en nuestra 
legislación nacional, teniendo en cuenta la internacionalización del Derecho Penal 
que se le dio a partir de la Ley 599 del 2000 y en el desarrollo del artículo 93 de la 
Constitución Nacional. 
 
Para establecer el encajamiento de la calificación de homicidio en persona 
protegida de acuerdo con el Código Penal (Ley 599 del 2000) debe hacerse un 
estudio de los Tratados, Convenios y Acuerdos ratificados por Colombia y que de 
alguna manera coadyuvaron en sentar la tipificación concebida en la norma penal, 
debe de igual forma, analizar la teoría del delito para hacer un encuadre entre la 
parte sustancial de la norma con miras a profundizar y valorar el estado actual del 
corolario existente. 
 
Determinar la  conveniencia o no del status de beligerancia y el reconocimiento del 
conflicto armado en el territorio colombiano dará como resultado un estudio no 
sólo de la situación actual del país de la mano con las relaciones internacionales 
con nuestros  vecinos, si existe o no la ayuda a los grupos disidentes por parte de 
países extranjeros, organizaciones no gubernamentales (Ong’s) que los 
patrocinan y subsidian.  Si esta injerencia puede ser determinante para atentar 
contra la soberanía nacional o si de alguna manera ponen en peligro ciertas partes 
del territorio nacional.  La conveniencia debe ser por demás muy explícita y 
justificada dentro de un contexto sociopolítico, cultural y económico, en aras de 
establecer si ello también puede ser un papel preponderante  para que un 
homicidio en persona protegida, realizado por las fuerzas armadas o grupos 
disidentes, en contra tanto de un combatiente de alguna de las partes, que no se 
encuentra en actividades propias del combate.  
 
La calificación del rol que desempeña el combatiente en las fuerzas armadas de 
Colombia y el rol asumido por los integrantes de grupos disidentes (subversión y 
autodefensas) en el territorio nacional, es sumamente importante a través de la 
 
 
canalización de información que tienen las fuerzas armadas y de los hallazgos que 
se le han interceptado a los grupos subversivos y paramilitares sobre la actividad 
que cada uno de sus miembros desarrolla dentro del grupo, cuál es el papel del 
comandante, cuál es el papel de los mandos medios, cuál es el rol que 
desempeña el combatiente raso, cuáles son los beneficios individuales y 
personales que  tiene cada uno de ellos, si se persigue más una ideología o un 
bienestar económico o un status social, en qué momentos podemos decir que el 
combatiente no está en el campo de batalla y muy por el contrario está realizando 
actividades ajenas al combate, disfrutando de un periodo vacacional, un permiso, 
una franquicia, una licencia, acudiendo a una consulta médica, a una citación ante 
autoridad competente, o actividades de recreación y formación académica. 
 
Analizar si existe suficiente ilustración sobre los derechos de los combatientes, 
tanto en las fuerzas armadas como en los grupos disidentes en Colombia, permite 
establecer si en nuestro país se maneja una actividad académica en torno a la 
formación pedagógica en derechos humanos y derecho internacional humanitario, 
en especial acerca del tema en comento, así mismo, si los grupos disidentes 
reciben una ilustración a la par con la castrense sobre el tema de derechos 
humanos y DIH.  Qué papel están desarrollando las organizaciones de Derechos 
Humanos y DIH como la Cruz Roja, la Human Rigth, cómo se está aplicando el 
DIH en los conflictos nuevos, qué manejo se le está dando a prevenir los 
atentados contra la vida y la integridad familiar, especialmente el homicidio en 
todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles e indignantes, la tortura y los 
suplicios, la toma de rehenes, las ejecuciones sin previo aviso, qué pasa con las 
oficinas nacionales de la información (ONI), cuáles son los programas del 
Gobierno Nacional para contrarrestar el flagelo de las ejecuciones clandestinas, 
cuál es el papel que juega la comunidad internacional, en su apoyo económico 





Será un tema netamente de investigación, consulta y análisis, contando con 
bibliografía, doctrina, jurisprudencia y otras fuentes que a nivel Nacional e 
Internacional sobre el tema en particular se han pronunciado.  Aprovechando los 
medios tecnológicos como el Internet y sus espacios en esta plataforma, 




























2. MARCO TEÓRICO 
 
2.1  ANTECEDENTES 
 
En Colombia se dio un gran paso para efectos de tipificar y adecuar la norma 
penal con ocasión  y en desarrollo del  conflicto armado que vive el país y en el 
caso especial la vida como bien jurídico primordial tutelado en el Derecho 
Internacional Humanitario, para efectos de proteger la humanidad y evitar su 
desaparición, entre otros, por el fraguar  y la adversariedad que se presenta en la 
guerra.  Es como así la Ley 599/2000 incorporó en el Título II Delitos contra las 
Personas y Bienes Protegidos por el Derecho Internacional Humanitario, 
desarrollados en un capítulo único a partir del Art. 135 hasta el 164.   
 
Este avance normativo que nos coloca a la par del Derecho Contemporáneo en 
tratándose de asumir la responsabilidad de proteger a esas personas, que en el 
desarrollo de los conflictos, por alguna circunstancia se involucran, pero que esa 
misma situación exige el compromiso de respetarse sus derechos.  Teniendo 
como referencia lo anterior,  el operador de justicia ha generado importantes 
sentencias contra personas que han generado la transgresión en desarrollo de ese 
conflicto armado, entre las que podemos resaltar la sentencia del Juzgado 
Promiscuo de Samaniego (Nariño) contra Fabián Enrique Marín Salazar  de seis 
años y cuatro meses (persona perteneciente a un grupo guerrillero); Sentencia del 
Juzgado Penal Especializado del Circuito de Sincelejo, condenó a treinta años de 
prisión a un Sargento Viceprimero del Ejército Nacional y a un civil por la 
participación en el homicidio de un trabajador en el municipio de San Benito Abad 
(Sucre). 
 
Pero así como se han producido éstas y otras condenas, donde se observa que la 
norma ha sido aplicada tanto a guerrilleros, militares y civiles, por violación al 
Derecho Internacional Humanitario, esto es Persona Protegida, también es cierto 
 
 
que en el Código Penal no aparece un sujeto activo cualificado, sólo se puede 
tener por agente a una persona involucrada de modo directo en el conflicto, pues 
la norma ha calificado los actos contra Persona Protegida como aquellos que 
siempre provienen de personas directamente relacionadas con el combate.  Por lo 
que se resuelve que el delito de Homicidio en Persona Protegida es imputable a 
militares y policías, autodefensas o paramilitares, guerrilleros, pero no a individuos 
ajenos a las acciones de guerra; como tampoco tiene un marco de ampliación 
aquellas personas que tienen o han tenido esa condición de combatientes, pero 
que por ciertas circunstancias ya no están dentro de ese conflicto armado. 
 
Y cuando decimos ya no están dentro del conflicto armado, es porque han 
depuesto las armas, se han reinsertado a la vida civil, se encuentran en 
actividades de carácter personal como vacaciones, citas médicas, actividades 
académicas, reinserción y procesos de paz.  A estas personas se les debe 
continuar el amparo normativo porque la norma prevista para proteger los 
combatientes, esto es artículo 135 numeral del sexto de la Ley 599/2000, y es allí 
donde se presenta la gran falencia porque para los Fiscales y Jueces se genera la 
gran controversia o se aplica la dicotomía, porque si bien es cierto estas personas 
tuvieron o tienen el carácter de combatientes no están en desarrollo de ese 
conflicto armado y cuando les sobreviene la muerte a manos de su enemigo 
natural, esto es, un guerrillero capturado que se haya en las condiciones aquí 
anotadas, es muerto por los militares o viceversa y allí es donde nace la necesidad 
de que se fijen parámetros claros para tipificar la conducta en homicidio en 
persona protegida y no por homicidio simple u homicidio agravado.   
 
Situación que se puede dilucidar en la Sentencia del 17 de noviembre de 2007, 
proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pasto 
Nariño, al responsabilizar por el homicidio de un patrullero de la Policía Nacional a 
Gerardo Sarria Gallego y Duver Gómez Lozada, cada uno condenado a 
doscientos meses de prisión por homicidio simple, cuando en realidad era un 
 
 
homicidio en persona protegida, dado que cuando el patrullero fue capturado por 
éstos, fue reconocido como miembro de la Policía Nacional, perteneciente al 
Grupo de Antinarcóticos de Erradicadores, pero el patrullero en ese momento no 
se encontraba en desarrollo del conflicto armado, sino realizando una actividad de 
desplazamiento para presentarse ante una autoridad que lo requería, pero es de 
anotar que la muerte le sobrevino por la condición de ser miembro de la Policía 
Nacional y por lo tanto, reunía la condición de combatiente.    
 
Por ende, la necesidad de dejar en claro la adecuación de la norma penal, cuando 
se genera un homicidio en persona protegida y cuando se presenta por homicidio 
simple u homicidio agravado, terrorismo, aislar el Delito de Persona Protegida en 
la calidad de Combatiente del Delito Común.   
 
Teniendo como referente el anterior escenario, se relacionan a continuación 
estudios colombianos ligados al Homicidio en Persona Protegida: 
 
APONTE CARDONA, Alejandro. (2010). Persecución penal nacional del 
homicidio en persona protegida: alcances y límites del derecho penal en 
contextos de justicia transicional. Revista Colombiana de Derecho 
Internacional. Pág. 13-62.  El presente artículo aborda el estudio de los 
avances y los límites de la persecución penal nacional del homicidio en persona 
protegida en su calidad de crimen internacional. El estudio se adelanta en el 
contexto general de la necesaria utilización coordinada y diferenciada de diversos 
ámbitos de protección de derechos humanos, de manera que el sistema penal no 
se sobrecargue disfuncionalmente cuando, a nombre de la denominada justicia 
transicional, se le pide demostrar todas las circunstancias que han rodeado o 
rodean la comisión masiva de hechos que constituyen crímenes internacionales. 
Al contrario, a partir de una reflexión más general y no solo penal, el escrito hace 
énfasis en la necesaria armonización del uso de diferentes mecanismos de justicia 
transicional y en la diferenciación de ámbitos de protección de derechos humanos, 
 
 
con el propósito de avanzar más coherentemente en la persecución penal, no solo 
del delito que se estudia, sino también de los diversos delitos que constituyen 
crímenes internacionales.  
 
CARRANZA PIÑA, Jorge Eduardo. (2010). Infracciones Graves al Derecho 
Internacional Humanitario y Crímenes de Lesa Humanidad en el Código Penal.  
Editorial Ediciones Nueva Jurídica.  Segunda Edición. Bogotá D.C. Colombia. Pág. 
68-70.  Señala el tratadista en relación con el homicidio en Persona Protegida que 
cuya conducta es quizá la más violada en el ámbito del conflicto interno, pero la 
que menos se sanciona, es de anotar que el sujeto de esta conducta es calificado 
y además por su ingrediente normativo subjetivo del tipo(el que, con ocasión y en 
desarrollo del conflicto armado), hace referencia al combatiente que en desarrollo 
del conflicto interno ocasione la muerte a persona protegida.  Lo que se ve en la 
práctica, es que los fiscales de la unidad de derechos humanos se han dado a la 
tarea de investigar y acusar esta conducta como Homicidio con fines terroristas, 
como si se tratara de un homicidio común, y no sancionándola como crimen de 
guerra.   Los grupos insurgentes en un conflicto interno no tienen calidad de 
Estado, por lo tanto sus acciones cualesquiera que ellas sean, incluyendo los 
hostigamientos, los retenes, donde realizan actos propios de su ser de insurgentes 
lo hacen en relación y con ocasión del conflicto interno, por lo que sus acciones 
son derivativas de esa condición y al cometer el homicidio en persona protegida, 
estarán cometiendo un homicidio sancionado por el artículo 135 y no un homicidio 
común. 
 
PABÓN PARRA, Pedro Alfonso. (2005). Manual de Derecho Penal – Parte 
General – Parte Especial.  Ediciones Doctrina y Ley Ltda.  Séptima Edición.  
Bogotá D.C., Colombia.  Pág. 625 – 626.  Al señalar el bien jurídico protegido en el 
Homicidio en Persona Protegida, señala que: “El derecho internacional 
humanitario tiene por objeto la defensa del ser humano y de los bienes necesarios 
para su mínimo bienestar y supervivencia, así como de aquellos que se erigen 
 
 
como indispensables para la preservación cultural, en un ámbito específico –en y 
durante- un conflicto armado, sea de naturaleza interna o entre Estados(o 
internacional).  Así, el D.I.H. no prohíbe la guerra, aunque la proscribe dentro del 
concepto civilizado de convivencia, y por ello la tolera, la limita, la regula, y 
establece unas normas mínimas que previenen y reprimen todo exceso y atropello 
de la dignidad humana, y se aplican tanto dentro de los Estados –por este aspecto 
emerge la regulación penal del tema-,  como por la propia comunidad 
internacional”.  “En un sentido más específico, el D.I.H. en la actualidad está 
determinado por la regulación contenida en los convenios de Ginebra y sus 
protocolos adicionales, que abarca tanto la protección objetiva (Derecho de La 
Haya) como la tutela subjetiva (Derecho de Ginebra), en el entendido de que las 
dos definiciones tienen como finalidad la salvaguarda del ser humano en estas 
situaciones, limitando y regulando el uso de la fuerza”. 
 
2.2  BASES TEÓRICAS 
 
2.2.1 Homicidio  
 
De manera general se interpreta el homicidio como la acción donde una persona 
le causa la muerte a otra persona o a otro ser de su misma especie.  Por lo tanto, 
la conducta debe ser típica, antijurídica y culpable. En nuestra normatividad 
nacional se prevé el homicidio a título de dolo, culpa o preterintención.  El dolo 
cuando el agente conoce los hechos constitutivos de la infracción penal y quiere 
su realización o cuando la realización de la infracción penal ha sido prevista como 
probable y su producción se deja librada al azar (art. 22 C.P.), en cuanto a la 
culpa, esa conducta es producto de la infracción al deber objetivo de cuidado, 
dado que el agente debió haberlo previsto, por ser previsible, y aun habiéndolo 
previsto confió en poder evitarlo.  Es aquellos eventos en donde se refleja la 
imprudencia, la impericia o la negligencia y lo que se castiga es esa falta a la 
diligencia que debería tener el agente infractor (art. 23 C.P.).  Y en cuanto a la 
 
 
preterintención es cuando su resultado, siendo previsible excede a la intención del 
agente.  El resultado de la conducta inicial excede las intenciones, por lo tanto se 
perfecciona con un resultado mayor al pretendido (art. 24 C.P.).  
 
2.2.2 El homicidio común 
 
Es  la calificación al reato, por el cual se le sesga la vida  a una persona, sin que 
obre una condición especial que rodee el Itis Criminis, ese resultado debe 
ejecutarse en el trasegar normal de una sociedad, sin inferencia razonable de que 
se está actuando con el propósito de destruir total o parcialmente  un grupo 
nacional, étnico, racial, religioso o político, y que este resultado sea producto del 
dolo, culpa o  preterintencional, la base jurídica de la presente calificación es el 
artículo 103 del Código Penal Ley 599 del 2000: Homicidio el que matare a otro, 
incurrirá  en prisión de 13 a 25 años con las posibles circunstancias de agravación 
contempladas en el artículo 104 de la norma en comento. 
 
2.2.3 Homicidio en persona protegida 
  
Ocasionar la muerte de una persona, en el desarrollo de un conflicto armado, se 
diferencia del anterior en que tiene una connotación especial: “estar en conflicto 
armado”, persona que además debe estar amparada conforme a los convenios, 
tratados o acuerdos internacionales sobre derecho humanitario ratificados por 
Colombia.  De conformidad con el artículo 135 del Código Penal Ley 599 del 2000. 
Entre ellos encontramos los integrantes de la población, las personas que no 
participan en las hostilidades y los civiles en poder de la parte adversa. Los 
heridos, enfermos o náufragos puestos fuera de combate. El personal sanitario o 
religioso, los periodistas en misión o corresponsales de guerra acreditados. Los 
combatientes que hayan depuesto las armas por captura, rendición u otra 
causa análoga.  Quienes antes del comienzo de las hostilidades fueren 
considerados como apátridas o refugiados. 
 
 
2.2.4 El status de beligerancia como aplicación en el conflicto interno de un 
Estado 
 
Se basa en el artículo 3 común a los cuatro convenios de Ginebra, el cual se 
otorga a un grupo o grupos disidentes, quienes deben tener en su poder una 
determinada región o localidad del territorio nacional, que además estén 
organizados por un gobierno y sobre todo para el derecho de guerra se debe 
combatir por medio de un ejército organizado que observe las leyes y costumbres 
de la guerra (ius in bello), necesariamente estos requisitos se deben reconocer a 
través de hechos tácitos o expresos y sólo los puede efectuar el Estado donde se 
libra el conflicto.  Ese reconocimiento expreso puede interferir un tercer Estado 
que trate a los disidentes como iguales.  Es necesario aclarar que puede 
incorporarse a la normatividad de un Estado los Tratados, Convenios y Acuerdos 
Humanitarios sin que implique la declaración de beligerancia a los grupos 
disidentes, ya que la misma norma contempla esta salvedad de no interferir en el 
sistema penal interno, así mismo no se desconoce la soberanía del Estado por 
incorporar la ley internacional.   
 
Por otra parte, se habla de que se tiene un precedente en la insurgencia 
colombiana y es que éstos no reúnen los requisitos al haber sido declarados 
terroristas, narcotraficantes, pues fácilmente  podrían ser detractores de los delitos 
comunes.  Y si un gobierno llegare a reconocerle ese status, prácticamente estaría 
asumiendo  la calidad del grupo detractor, máxime cuando Colombia es uno de los 
países reconocidos a nivel internacional de manejar una lucha frontal contra el 
narcotráfico.  Entre otros, para poder operar el status de beligerancia, actualmente 
en nuestro país, mi apreciación sería: que la guerrilla declarara, primero que no 
está inmersa en el narcotráfico y que demostrara a su vez que éstos sustituyen 
esos cultivos por cultivos de pan coger.  Segundo, que entregara ante las 
autoridades competentes a quienes se han visto involucrados en esta clase de 
ilícitos.   
 
 
Tercero, que reconocieran de manera pública que su actividad es financiada por 
dineros que no provienen ni del narcotráfico, ni de secuestros, ni de extorsiones. 
Cuarto, que además de respetar los derechos de guerra (ius in bello) no 
provocarán o mantendrán en estado de zozobra o terror a la población o a un 
sector de ellos mediante actos que pongan en peligro la vida, la integridad física o 
la libertad de las personas y de sus bienes.  Considero, que a la par con estas 
apreciaciones personales, y con el cumplimiento de los requisitos que se exigen 
para el reconocimiento de beligerancia de alguna manera la guerrilla en Colombia 
podría recibirla y ya se podía estar hablando de una solución al conflicto armado, 
amén con la obligación de entregar ante la justicia aquellos que hayan cometido 
delitos de genocidio, de lesa humanidad o crímenes de guerra. 
 
2.2.5 Reconocimiento del conflicto armado 
 
Su base jurídica señalada en el Protocolo II, es el que se crea entre las fuerzas 
armadas del Estado y un grupo disidente o grupo armado organizado bajo la 
dirección de un mando responsable que como ya se dijo debe ejercer sobre una 
parte de dicho territorio un control que les permita realizar operaciones militares 
sostenidas y concertadas; esto es, que tengan un campo de acción definido entre 
las fuerzas armadas legales y las fuerzas disidentes. El Estado Colombiano ha 
reconocido ya en leyes la existencia de grupos disidentes como lo son guerrillas y 
autodefensas, que tiene un mando y que éste persigue afectar a sus ejércitos y a 
la misma población civil.  Por lo tanto, que hay que responder de manera armada 
a dichos ataques y que estos grupos operan en ciertas regiones del territorio 
nacional.  La Corte en Sentencias, ha hecho hincapié en la existencia de ese 
conflicto armado interno, pero de igual forma, ese reconocimiento del conflicto 
armado no atenta contra la soberanía ni contra la normatividad interna, incluso se 
pregona la no interferencia de un tercer país.  Esto obedece e interesa única y 




2.2.6 Derecho de Ginebra 
 
Derecho por el cual busca proteger a los militares que han dejado de participar en 
los combates y a las personas que no participan directamente de las hostilidades.  
El derecho de Ginebra es bien distinto al derecho de la Haya, ya que éste es el 
que determina los derechos y las obligaciones de los beligerantes, la conducción 
de operaciones militares, y la limitación de los medios para perjudicar al enemigo y 
si bien es cierto, tanto el uno como el otro han sido incorporados, gozan de una 
distinción histórica, pero bien interesante  a la hora de confrontarlo.  El derecho de 
Ginebra al propender la salvaguarda de los combatientes debilita la cadena 
criminal desbordada de soldados y disidentes en el combate, pero para que esto 
se aplique es necesario que haya una formación académica en los dos bandos y 
por ende la justificación de mi labor académica que no sólo implica el decantar de 
una apreciación calificatoria para una sanción penal, sino que involucra una 
formación académica en el campo del derecho internacional humanitario bien 
interesante.    
 
2.2.7 El Derecho Internacional Humanitario  
 
Se denomina entre otros como el Derecho de los Conflictos Armados o Derecho 
de Guerra.  Pero en términos generales según se ha concebido como el conjunto 
de normas de carácter consuetudinario, que en la guerra tanto de carácter 
Internacional como Interna, prestan la protección a las persona que no participan o 
han dejado de participar en las hostilidades, también propende limitar los métodos 
y medios de hacer la Guerra,  Considero que tal como lo plantea el CICR, donde 
señala que “El Derecho Internacional Humanitario tiene un objetivo primordial 
limitar y prevenir los sufrimientos del ser humano”, es el fin más adecuado del 
D.I.H. 
 
Dos Instituciones del Derecho Internacional Público, han referenciado el Derecho 
 
 
moderno de los conflictos armados.  Uno enmarcado  en el Derecho de Ginebra o 
Derecho Humanitario (uis in bellum) cuyo fin es la asistencia humanitaria a las 
víctimas del conflicto armado, así como la protección o no inclusión de la 
población civil en el conflicto o las hostilidades, consideraciones al no combatiente; 
es de anotar que allí se recalca por aquellas personas miembros de fuerzas 
armadas fuera de combate, como son heridos, enfermos, náufragos, o prisioneros 
de guerra como tal, que ya no participan de las hostilidades, entre ellos incluye los 
cuatro convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949.  Actualmente con más 190 
Estados Parte, normas que fueron complementadas con los dos protocolos del 08 
de junio de 1977.  El Primer Protocolo relativo a la protección de las víctimas de 
conflictos armados internacionales, en tanto que el segundo, relativo a los 
conflictos armados que no tienen ese carácter de internacional.  El origen del 
Derecho de Ginebra y la Cruz Roja son el mismo, con base en el famoso libro 
“Recuerdos de Solferino” que hace alusión a la sangrienta batalla de Solferino en 
Italia, que estremeció en el año 1859 al Francés Henry Dunant, cuya actividad en 
aquella crucial batalla fue la de socorrer a los heridos. 
 
Y el otro, el Derecho de la Haya o Derecho de la Guerra (ius ad bellum), su razón 
de ser es el Derecho Legítimo  de hacer la Guerra, propende limitar los medios y 
métodos del combate, eliminar  todas aquellas armas que inflijan verdaderos 
sufrimientos al ser humano. Se determina los derechos y deberes de los 
beligerantes, en la conducción de las operaciones militares y limita los medios 
para causar daños al enemigo.  Estos elementos se suscriben a los Convenios de 
1899, los cuales fueron revisados en el año de 1907 y desde 1977 se incluyeron 
en los Protocolos adicionales a los Convenios de Ginebra.  Así mismo, podemos 
encontrar Tratados que prohíben y reglamentan el uso de las armas, entre las 
cuales, se encuentran las explosivas, las armas nucleares, biológicas.  Por otra 
parte, los métodos y medios para dañar al enemigo prohíben el uso de la fuerza 
que ocasione destrucción o sufrimientos excesivos, en relación con la ventaja 
militar, se incluyen allí también necesidades militares, aquí también hay que 
 
 
recabar que a pesar de haberse enmarcado el Derecho de la Haya como es el 
derecho a la guerra, también tiene su sentido humanitario y la causa fundante  es 
que los conflictos son problemas humanitarios no resueltos.   Incluso que a pesar 
de los esfuerzos de la comunidad internacional para sofocar el flagelo de la guerra 
y que las diferencias sean resueltas a través del diálogo y la concertación, ésta 
admite como un derecho: “la guerra”. 
 
Los tratados y convenios, incluso acuerdos entre bandos en conflicto, han hecho 
del Derecho Internacional Humanitario, una verdadera herramienta que a lo largo 
de la historia de la Humanidad, ha servido para humanizar esos conflictos.   Es de 
resaltar la Corte Penal Internacional o Estatuto de Roma que cuenta con 
Elementos de los Delitos, Reglas de Procedimiento y Prueba,  y precisamente  
entró en vigor luego de recibir las 60 ratificaciones necesarias en julio de 2002. 
Actualmente este Estatuto de Roma de la CPI posee 139 firmantes y 122 
ratificaciones, además ha generado cambios políticos en muchos países,  que hoy 
por hoy, son pioneros en la aplicación y aceptación del Derecho Internacional 
Humanitario.  En Colombia mediante la Ley  742 del 5 de junio de 2002 se aprobó 
El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, hecho en Roma el día 
diecisiete (17) de julio de mil novecientos noventa y ocho (1998), siendo declarada 
exequible mediante sentencia del treinta (30) de Julio del dos mil dos  (2002), 
Magistrado Ponente Dr. MANUEL JOSE CEPEDA ESPINOSA, luego entonces, 
observamos por parte del Gobierno Nacional, cuya política sin lugar a dudas es la 
aceptación de la normatividad internacional, hecho que genera desde ya confianza 
que otros elementos coyunturales para la aplicación del Derecho Internacional 
Humanitario se deban ejecutar.  
 
2.2.8 Necesidad de Aplicación del Derecho Internacional Humanitario 
 
Existe un apoderamiento en las políticas internas de los Estados que generan la 
obligación del respeto y aplicación de las normas del Derecho Internacional 
 
 
Humanitario, en tratándose de los conflictos armados, situación de la cual no es 
ajeno nuestro país.  Por ello, las diferentes definiciones conllevan a señalar como 
la selección de la práctica estatal, generando que sus actuaciones se materialicen 
en defensa del D.I.H., tanto en el campo de batalla, como en el empleo de ciertas 
armas y el trato hacia las demás personas que por ciertas circunstancias actúan  o 
son parte de ese conflicto. 
 
Por lo tanto, se convierten en actuaciones normativas que permiten elaborar 
ciertas directrices con base en la normatividad internacional y ella se radica en 
leyes internas, jurisprudencia y doctrina nacional, manuales de instrucciones a las 
fuerzas armadas y de seguridad, notas diplomáticas de protesta, así como las 
decisiones y los reglamentos ejecutivos, los alegatos ante tribunales 
internacionales y comentarios de los gobiernos, amén que allí también intervienen 
las declaraciones de organismos no gubernamentales. 
 
Por ello, la aplicación de la normatividad del derecho internacional humanitario que 
está desarrollado naturalmente en aspectos de la guerra, brinda la protección de 
personas, limita los medios y métodos bélicos.  Por esta razón, el compromiso 
intrínseco de los Estados cuando se acogen a la normatividad internacional, 
aplicable al D.I.H. tienen la necesidad de aplicar en su eje interno normativo la 
punibilidad,  o sea que las penas aplicables a los autores y partícipes de un hecho 
típico, antijurídico y culpable, deben tener en cuenta tanto la prescripción de las 
penas, como la ejecución cuando dichas normas son vulneradas. 
 
Esa sanción aflictiva que el ordenamiento jurídico establece, frente a quien lesiona 
o pone en peligro, culpablemente, el bien jurídico que protege la colectividad, es 
elemento básico para la sobrevivencia.  Es así que el Derecho Internacional 
Humanitario tejido como está como un mecanismo de protección de la persona 
humana, en los casos de conflictos armados, bien como sujeto activo o pasivo y 
en ese desarrollo legislativo se han tenido como básico los convenios de Ginebra 
 
 
de 1949, sus protocolos adicionales, uno y dos de 1997en un conjunto de normas, 
que rigen las relaciones de los Estados entre sí, y de allí se han desprendido un 
cúmulo de tratados y convenios que en su mayoría persiguen la menor aflicción al 
daño que genera la guerra.   
 
2.2.9 Los convenios de Ginebra 
 
Los cuatro Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 fueron aprobados 
mediante la Ley 5 de 1960 y vigentes desde el 08 de mayo de 1962. 
 
2.2.9.1 El I Convenio de Ginebra del 12 agosto de 1949 
 
Busca aliviar la suerte que corren los heridos y los enfermos de las fuerzas 
armadas en campaña.  Por lo tanto, las altas partes contratantes se comprometen 
a respetar y hacer respetar el presente convenio en caso de guerra declarada o de 
cualquier otro conflicto armado  que surja entre dos o varias altas partes 
contratantes.  Aunque alguna de ellas no haya reconocido El Estado de guerra.   
También se aplica en los casos de ocupación total o parcial del territorio de una 
alta parte contratante, aunque tal ocupación no encuentre resistencia militar.  Igual 
están obligadas por él en sus relaciones recíprocas.  No podrá renunciarse a sus 
derechos y a la aplicación de los mismos. Podrán adecuarse a procedimientos de 
conciliación.   
 
Esas personas protegidas, heridos y enfermos de las fuerzas armadas de una 
parte en conflicto, así como los miembros de las milicias y de los cuerpos de 
voluntarios que formen parte de esas fuerzas armadas, los movimientos de 
resistencia organizados, independientemente de su pertenencia.   
 
Reunir condiciones como estar dirigidos o mandados por una persona que 
responda de sus subordinados.  Tener un signo distintivo fijo y reconocido a 
 
 
distancia, llevar las armas a la vista, dirigir sus operaciones de conformidad con 
las leyes y costumbres de la guerra.  Esta normatividad cubre también aquellos 
miembros civiles de las tripulaciones, como los pilotos y los grumetes, así como 
los civiles que espontáneamente tomen armas para defender su territorio ocupado.   
Entró en vigor el 21 de octubre de 1950.   
 
2.2.9.2 El Convenio II de Ginebra del 12 agosto de 1949 
 
Busca aliviar la suerte que corren los heridos, los enfermos y los náufragos de las 
fuerzas armadas en el mar y entre otros prohíbe los atentados contra la vida y la 
integridad corporal, especialmente el homicidio, en todas sus formas, las 
mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los suplicios, la toma de rehenes, las 
condenas dictadas y las ejecuciones sin previo juicio y requiere que los heridos, 
los enfermos y los náufragos sean recogidos y asistidos.  De igual forma, las 
partes en conflicto harán lo posible por poner en vigor, mediante acuerdos 
especiales.   
 
2.2.9.3  El Convenio III de Ginebra del 12 agosto de 1949  
 
Aplica lo relativo al trato debido a los prisioneros de guerra, que son aquellas 
personas que no participan directamente en las hostilidades, incluidos los 
miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas 
puestas fuera de combate por enfermedad, heridas o en detención por cualquier 
otra circunstancia, quienes deben ser tratados con humanidad, sin distinción 
alguna por su condición en la raza, el color, la religión o creencia, el sexo, el 
nacimiento o la fortuna.  Se entiende como prisioneros de guerra, protegidos por 
este Convenio, los miembros de las fuerzas armadas de cualquiera de las partes 
en conflicto, los miembros de las milicias y de los cuerpos voluntarios que formen 
parte de alguna de las fuerzas armadas, voluntarios, movimientos de resistencia 
organizada perteneciente a una de las partes en conflicto, que actúen fuera o 
 
 
dentro del propio territorio.  En este mismo sentido, están dirigidos por un mando 
responsable, tener un signo distintivo, llevar las armas a la vista, efectuar sus 
operaciones de acuerdo con las leyes y costumbres de la guerra. 
 
2.2.9.4 El IV Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949 
 
Va encaminado a la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra.  
Entiéndase  esas personas civiles como aquellas que no participan en las 
hostilidades, aun así encontrándose en los territorios en conflicto.  Su importancia 
obedece a que por lo general estas personas civiles se encuentran inermes y en 
medio del conflicto; pero por razón natural se debe buscar la protección para su 
supervivencia, pues se supone que en la posguerra serán estas las encargadas de 
la reconstrucción  y nuevamente poblar los territorios devastados.  Este último 
Convenio exige el respeto a esa población civil, como la última oportunidad que 
tiene la humanidad de revitalizarse a pesar de la indolencia de la guerra.  
 
2.2.10 Articulo 3 común  
 
El Artículo 3 común a los Cuatro Convenios de Ginebra, es aplicable en el caso 
del conflicto interno Colombiano, señala la norma aludida que “en caso de conflicto 
armado que no sea de índole internacional y que surja en el territorio de las Altas 
Partes Contratantes, cada una de las partes en conflicto tendrá la obligación de 
aplicar como mínimo las siguientes disposiciones:  
 
1) Las personas que no participen directamente en las hostilidades, incluidos los 
miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las 
personas puestas fuera de combate por enfermedad, heridos o detención o por 
cualquier otra causa, serán en todas las circunstancias tratados con 
humanidad, sin distinción alguna, de índole desfavorable basada en la raza, el 
color, la religión o la creencia, sexo, el nacimiento o la fortuna o cualquier otro 
 
 
criterio análogo.  Así mismo se prohíbe en cualquier tiempo y lugar: a) los 
atentados contra la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio en 
todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los suplicios; 
b) La toma de rehenes; c)los atentados contra la dignidad personal, 
especialmente los tratos humillantes y degradantes; d)las condenas dictadas y 
las ejecuciones sin previo juicio, ante un tribunal legítimamente constituido, con 
las garantías judiciales reconocidas como indispensables por los pueblos 
civilizados. 
 
2) Los heridos y enfermos serán recogidos y asistidos.  Un organismo humanitario 
imparcial, tal como el Comité de la Cruz Roja, podrá ofrecer sus servicios a las 
partes en conflicto.  Además las partes en conflicto harán lo posible por poner 
en vigor, mediante acuerdos especiales, la totalidad o parte de las otras 
disposiciones, del presente Convenio.  La aplicación de las anteriores 
disposiciones no surtirá efectos sobre el Estatuto Jurídico de las partes en 
conflicto. 
 
Con base en la trascripción anterior, del artículo 3 Común a los Cuatro 
Convenios de Ginebra, es evidente que busca la protección, no solamente de 
los civiles y de las personas que no participan en el Conflicto Armado, o sea 
aquellos que no llevan o no poseen armas, pero también es muy categórico 
sobre el respeto que se le debe a los miembros de las fuerzas armadas que 
hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate por 
enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa.  Es natural que 
desde este punto de vista, la norma internacional exige con criterio calificado 
que todas aquellas personas de las fuerzas armadas que en su momento 
hayan dejado las armas por alguna circunstancia análoga, entran a ser 
protegidas por el D.I.H., luego entonces, los atentados contra éstos son una 




De acuerdo a lo expresado por el Comité Internacional de la Cruz Roja, acerca 
del Protocolo del 08 de junio de 1977 adicional a los Convenios de Ginebra del 
12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos 
armados sin carácter internacional de la Editorial Plaza & Janés Editores 
Colombia S.A. Santa Fe de Bogotá D.C. 1998. Pág. 349 Dice: “Así pues, el 
hecho de aplicar el artículo 3 no constituye en sí mismo, por parte de un 
gobierno legal, ningún reconocimiento de poder alguno a la parte adversa; no 
limita de ningún modo su derecho que le confiere su propia ley a reprimir una 
rebelión por todos los medios, incluido el uso de las armas; no afecta en nada 
su derecho a perseguir jurídicamente, juzgar y condenar a sus adversarios por 
sus crímenes, de conformidad con la propia ley”. 
 
“De igual manera, para el bando adverso, sea cual fuere, así como la 
calificación que él se dé o que pretenda el hecho de aplicar este artículo no le 
confiere ningún derecho a una protección especial, ni ninguna inmunidad”. 
 
Pues como podemos ver: la norma plantea que su observancia no vulnera la 
legitimidad interna normativa de un país, como tampoco otorga ninguna 
protección especial, ni inmunidad.  Motivo por el cual se infiere razonablemente 
que las normas internas relativas a la punibilidad por violación del Derecho 
Internacional Humanitario sean claras y precisas, no se pueden mantener 
como análogas, pues estas generan cierta incertidumbre y permiten crear 
vacíos jurídicos, que es necesario dejar en claro su aplicación normativa, para 
cuando éste es vulnerado. 
 
2.2.11 El Protocolo II  
 
El Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949(Fue 
aprobado mediante 171 de 1994), relativo a la protección de las víctimas de los 
Conflictos Armados sin carácter internacional, aplicable al caso del conflicto 
 
 
interno Colombiano, habida cuenta que desarrolla y complementa el artículo 3 
común a los convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, claro está que sin 
modificar sus actuales condiciones de aplicación.  Así mismo, aclara el Protocolo 
que no se aplicarán a las situaciones de tensiones internas y de disturbios 
interiores, tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia y 
otros actos análogos que no son conflictos armados, también advierte que no se 
puede invocar la norma con el objeto de menoscabar la soberanía de un Estado o 
la responsabilidad que le incumbe al gobierno de mantener o restablecer la ley y el 
orden en el Estado o de defender la unidad nacional y la integridad territorial del 
Estado por todos los medios legítimos, ni invocarse como justificación para 
intervenir  directa o indirectamente en el conflicto armado o en los asuntos internos 
o externos de la Alta Parte Contratante, en cuyo territorio tenga lugar ese conflicto. 
 
Exige el trato humano y las garantías fundamentales, propende por la dignidad 
humana de todas las personas que no participen o hayan dejado de participar en 
las hostilidades.  Las personas privadas de la libertad deberán recibir en la misma 
medida que la población local, alimentos y agua potable, disfrutarán de garantías 
de salubridad e higiene, así como la protección a los peligros que generan el 
conflicto armado.  
 
Ahora bien, el artículo 6 de este Protocolo, al referirse a las diligencias penales, 
señala se aplicará el enjuiciamiento y a la sanción de infracciones penales 
cometidas en relación con el conflicto armado.  El Protocolo también refiere a la 
protección y asistencia de heridos, enfermos y náufragos, su búsqueda, la 
protección del personal sanitario y religioso, así como de la misión médica, de las 
unidades y medios de transporte sanitarios, de la población civil, de los medios 
indispensables para la sobrevivencia de la población civil, de las obras e 
instalaciones que contienen fuerzas peligrosas, de los bienes culturales y lugares 




En lo que atañe a la ponencia del presente trabajo observamos dos situaciones en 
particular: por un lado lo señalado en el artículo primero: Ámbito de aplicación 
material, numeral 2 “El presente Protocolo no se aplicará a las situaciones de 
tensiones internas y de disturbios interiores, tales como motines, los actos 
esporádicos y aislados de violencia y otros actos análogos que no son conflictos 
armados”.   Así mismo, en el título II artículo 6 Diligencias Penales.  En su numeral 
1, dice: El presente artículo se aplicará al enjuiciamiento y a la sanción de 
infracciones penales cometidas en relación con el conflicto armado.  Por lo tanto, 
el homicidio agravado y el homicidio simple hacen parte de actos de violencia 
doméstica, en este orden de ideas, su enjuiciamiento y sanción de la infracción 
deben ser atendiendo las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generó el 
desarrollo de esa conducta, muy distante se circunscribe el enjuiciamiento y 
sanción por la infracción al homicidio en persona protegida.   
 
La Norma Internacional es muy clara cuando señala: Que protege a los 
combatientes que hayan depuesto las armas por captura, rendición u otra causa 
análoga.  Ahora bien, si ese miembro de la fuerza armada  ha hecho su dejación 
de armas por un periodo vacacional, un permiso, una franquicia, una licencia, 
acude a una consulta médica, a una citación de autoridad competente, se 
encuentra en formación académica, se ha acogido a los programas de gobierno de 
dejación de armas, justicia y paz, de reinserción a  la vida civil; esta persona debe 
ser denominada como Persona Protegida por el Derecho Internacional 
Humanitario, aun así estemos en tiempo de paz y si su muerte se genera como 
consecuencia de esa condición o esa pertenencia a un grupo armado, pues el 
enjuiciamiento y la sanción por infracción a la norma penal debe ser por 
“Homicidio en Persona Protegida”. 
 
Diferente y sin profundizar el tema a fondo, es que esta persona haya sido muerta 
en una riña, por problemas de índole familiar o pasional.  De todas maneras la 
consecuencia debe ser esa condición de pertenencia al grupo armado.  Y si se 
 
 
llegare a probar esa condición y que por esta le sobrevino la muerte, estaremos 
ante la vulneración del artículo 135 numeral 6.  La Corte Constitucional en la 
Sentencia C-225 de 1995 expresó que: “...los principios de derecho internacional 
humanitario plasmados en los Convenios de Ginebra y en sus dos Protocolos, por 
el hecho de constituir un catálogo ético mínimo aplicable a situaciones de conflicto 
nacional e internacional, ampliamente aceptado por la comunidad internacional, 
hacen parte del ius cogens o derecho consuetudinario de los pueblos”.  Como 
conclusión podemos agregar que el derecho de los conflictos armados debe 
aplicarse, pues son principios de derecho humanitario que sobrepasan al derecho 
mismo”. Y por lo tanto, es necesaria su observancia en el derecho Interno. 
 
2.2.12 Normatividad Constitucional y Penal Colombiana del Derecho 
Internacional Humanitario 
  
2.2.12.1 Desarrollo Constitucional  
 
La norma constitucional  de 1991 al tenor de los artículos 93, 94, 214 numeral 2, 
nace con ello el bloque de constitucionalidad; esto es, que sitúa en rango 
normativo superior frente a la legislación común o general las leyes  aprobatorias 
de tratados internacionales sobre Derechos Humanos, la enunciación de derechos 
y garantías contenidos en la Constitución y en los Convenios Internacionales 
vigentes, así como respetar las reglas del D.I.H.  Por lo tanto, nuestra 
normatividad constitucional adhiere sin vacilos a las fuentes internacionales, 
compuestas por convenios, pactos, convenciones, protocolos y cláusulas de 
positivización, que significa un límite a la labor legislativa y a la aplicación de la 
ley, la cual no puede contrariar a los derechos humanos consagrados 
constitucionalmente, los pactos internacionales ratificados por Colombia, entre 
otros vivo ejemplo la cláusula de Martens(La Cláusula de positivización, implícita y 
automática), es conocida internacionalmente como “Cláusula Martens”, principio 
según el cual “en los casos no previstos por el derecho vigente, la persona 
 
 
humana queda bajo la salvaguardia de los principios de la humanidad y de las 
exigencias de la conciencia pública”.  
 
Por otra parte, la Constitución garantiza el derecho de toda persona de acceder a 
la administración de justicia y tiene a la Fiscalía General de la Nación como el ente 
encargado de investigar, imputar, acusar y llevar a juicio a quienes trasgredan la 
norma penal; en esa misma dirección el artículo 230 señala  que los jueces están 
sometidos al imperio de la Ley.  Sin lugar a dudas, el compendio tanto para la 
protección y la aplicación del Derecho Internacional Humanitario como para el 
enjuiciamiento y sanción por violación a las normas del Derecho Internacional 
Humanitario están dadas constitucionalmente y hay una garantía jurídica amplia.  
Lo que sí se puede percibir es que los funcionarios judiciales a la hora de 
investigar y acusar la conducta de homicidio en persona protegida lo enmarcan 
dentro de parámetros como si se fuera a juzgar un delito común y esto es lo que 
precisamente aleja la realidad proteccional del Estado al Derecho Internacional 
Humanitario.  Ese operador judicial debe desentrañar esas circunstancias que 
generaron el homicidio, si existe esa pertenencia a un grupo armado y que con 
ocasión a esa pertenencia haya sobrevenido su deceso, en manos de su oponente 
natural.   
 
En Sentencia del 21 de septiembre de 2009, la Corte Suprema de Justicia señaló 
algunos parámetros de las conductas descritas en el Título II de la Ley 599 del 
2000 aplicables a los actores del Conflicto Armado Colombiano, allí la Corte fue 
enfática al llamar la atención de la Fiscalía al adecuar la conducta típica donde se 
combinaban o mezclaban las violaciones al Derecho Internacional Humanitario 
con los Delitos Comunes, lo que generaba incertidumbre a la hora de tomar una 
decisión por parte del Juez.  Por lo tanto, la posición en este trabajo sobre la 





2.2.12.2 Desarrollo Penal Colombiano 
 
Con la entrada en vigencia de la Ley 599 del 2000 que derogó la Ley 100 de 1980 
introdujo al tenor del título II delitos contra las personas y bienes protegidos por el 
Derecho Internacional Humanitario y se desarrolló en el capítulo único, y de los 
artículos 135 al 164 de la norma aludida.   
 
Entre los delitos contra la Persona Protegida tenemos: Artículo 135.  Homicidio.  
Esa persona protegida es bajo los parámetros del Derecho Internacional 
Humanitario, esto es que haga parte del Conflicto Armado, bien sea, los 
integrantes de la población civil, las personas que no participan en hostilidades y 
los civiles en poder de la parte adversa, los heridos, enfermos o náufragos puestos 
fuera de combate, el personal sanitario  o religioso, los periodistas en misión o 
corresponsales de guerra acreditados, los combatientes que hayan depuesto 
las armas por captura, rendición u otra causa análoga(negrilla y subrayado 
ítem es el objeto del acontecer académico propuesto), quienes antes del comienzo 
de las hostilidades fueren considerados como apátridas refugiados. 
 
Artículo 136.  Lesiones.  No es otro que causar daño a la integridad física o a la 
salud de la persona protegida, conforme al Derecho Internacional Humanitario y 
en desarrollo al conflicto armado.  Ese daño obedece a la integridad personal, 
física, psíquica o funcional, el artículo 137 contempla la tortura que encierra el 
infligir a una persona dolores o sufrimientos físicos o psíquicos, con el fin de 
obtener de ella información, o confesión o castigo.  
En tanto que los artículos 138 Acceso Carnal Violento.  Esto es realizar el acceso 
mediante violencia a esa persona protegida, lesionando su libertad sexual y por 
tanto, atacando las reglas de la protección del Derecho Internacional Humanitario 
y el artículo 139 que contempla los actos sexuales violentos en Persona Protegida. 
Son actos sexuales diversos al acceso carnal, como tocamientos que satisfacen la 
libido del infractor. 
 
 
Al existir esta adecuación típica se debe entender que la acción debe ejecutarse 
durante el desarrollo del conflicto armado interno en la circunstancia en la que el 
Derecho Internacional Humanitario encuentre su eficacia y propiamente dicho el 
conflicto armado interno que se desarrolla entre las fuerzas armadas, militares y 
de policía y grupos armados organizados, entre otros tenemos las FARC – EP, 
Ejército de Liberación Popular, Guerrillas Guevaristas, Quintin Lame, (operaban 
exclusivamente en el Cauca y parte del Huila). Lo que de alguna manera puede 
trastornar la adecuación típica, si por ejemplo, se realizara un proceso de paz que 
pusiera fin al Conflicto Armado Colombiano.  Sin embargo, considero que si esto 
llegase a suceder la norma debería seguir su curso de aplicación por exigencia 
natural, pues podrían existir ejecuciones extrajudiciales contra los miembros 
desmovilizados, muertes selectivas o sistemáticas, en retaliación a eventos 
suscitados en el desarrollo del conflicto armado.   
 
2.2.12.3 Descripción Penal Homicidio en Persona Protegida 
 
De conformidad con el artículo 135 “El que que, con ocasión y en desarrollo de 
conflicto armado, ocasione la muerte de persona protegida conforme a los 
Convenios Internacionales sobre Derecho Humanitario ratificados por Colombia, 
incurrirá en prisión de cuatrocientos ochenta (480) a seiscientos (600) meses, 
multa dos mil seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis (2.666,66) a siete mil 
quinientos (7.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación 
para el ejercicio de derechos y funciones públicas de doscientos cuarenta (240) a 
trescientos sesenta (360) meses. 
 
Inciso adicionado por el artículo 27 de la Ley 1257 de 2008. El nuevo texto es el 
siguiente: “La pena prevista en este artículo se aumentará de la tercera parte a la 




Parágrafo. Para los efectos de este artículo y las demás normas del presente 
título se entiende por personas protegidas conforme al derecho internacional 
humanitario: 
 
1. Los integrantes de la población civil. 
2. Las personas que no participan en hostilidades y los civiles en poder de la parte 
adversa. 
3. Los heridos, enfermos o náufragos puestos fuera de combate. 
4. El personal sanitario o religioso. 
5. Los periodistas en misión o corresponsales de guerra acreditados. 
6. Los combatientes que hayan depuesto las armas por captura, rendición u otra 
causa análoga. 
7. Quienes antes del comienzo de las hostilidades fueren considerados como 
apátridas o refugiados. 
8. Cualquier otra persona que tenga aquella condición en virtud de los Convenios 
I, II, III y IV de Ginebra de 1949 y los Protocolos Adicionales I y II de 1977 y otros 
que llegaren a ratificarse. 
 
2.2.13  Conflicto Armado Colombiano  
 
El Conflicto Armado Colombiano, con tintes de Guerra Civil, conflicto en las 
últimas cinco décadas ha tenido como actores Directos al Estado presente con sus 
Fuerzas Militares y de Policía y las Guerrillas o izquierdas, y en las últimas tres 
décadas se le ha involucrado en esta Guerra  los grupos de Autodefensas o 
paramilitares de derecha. Para mi consideración no es que históricamente el 
conflicto se haya desprendido o reflejado como consecuencia del Golpe de Estado 
por el General Rojas Pinilla, o que sea un rechazo al nacimiento del Frente 
Nacional, sus antecedentes históricos, son ancestrales desde la gesta libertadora, 
Bolívar vs. Santander, y de ahí la naciente disputa Política por el Poder, golpes a 
cuarteles, los cuarenta años de hegemonía Conservadora hasta los años 30, 
 
 
pasando por masacres de la bananeras, muerte de Jorge Eliecer Gaitán, han sido 
verdaderas épocas Guerras.  
 
Se ha pretendido implementar un modelo de estado, el cual no ha sido satisfecho, 
y no se han dado soluciones a los grandes problemas sociales y aislada 
protección de los Recursos propios, que han ido a parar a grandes Multinacionales 
como lo son la Agricultura manejada por compañías extranjeras, al igual que  la 
minería, petróleo, carbón, la Industria el Comercio y ahora último las entidades 
Bancarias en poder de los grupos empresariales Españoles, y la distribución de la 
riqueza cada día es más desequilibrada, donde la corrupción y la burocracia es un 
caballo galopante.  Por lo tanto los grupos disidentes también alejados de sus 
ideologías, han amasado fortuna que disfruta a manos llenas a través del 
Narcotráfico, el Secuestro, la Extorsión, la Contratación Estatal o corrupción  entre 
otros. 
 
El modelo actual que se está acentuando en el País es entre la Izquierda y la 
Derecha, y una comunidad en el Centro que no arranca para ningún lado, y que al 
final acentúa más el conflicto Colombiano.  Que si en verdad busca la Paz a través 
de diálogos también es cierto que debe adoptar una normatividad penal que 
garantice a futuro que los miembros de uno y otro grupo o bando van a ser 
protegidos a pesar de no haber Desarrollo del Conflicto Armado.  Esa 
normatividad dispersa, de aplicación para procesos de paz, desmovilización, 
dejación de armas, no ofrece garantías Constitucionales, del desarrollo de una 
verdadera vida en comunidad.  
 
Más cuando tenemos los antecedentes de desmovilización de Grupos de 
Autodefensas o Paramilitares que ahora cumplen penas en el Exterior, que los 
programas ofrecidos en muchos casos no se han cumplido.  Y que han creado una 
 
 
problemática peor, las famosas Bandas Criminales (BACRIM), que se han 
apoderado del comercio del Narcotráfico, Secuestro, Extorsión Desplazamiento 
forzado, apoderamiento de Tierras y Bienes de la Población Civil, con la 
connotación forzada de que estas Bandas son las mismas Autodefensas o 
Paramilitares disidentes, sin objetivo ideológico pues fueron vapuleados por el 
Estado, en fin sus alcances son notables y aunque sus estructuras han sido 
golpeadas por las Fuerzas Armadas del Estado, su poder delincuencial sigue 
intacto.       
 
Así que se hace necesario fomentar políticas a ultranza, no sólo para combatirlas 
sino para incorporarlas a la vida civil, como también es necesario un papel 
decidido por parte del Estado para satisfacer las pretensiones de la Guerrilla si 
desea su desmovilización y reinserción a la vida civil.  Sobre todo lineamientos 
claros, definidos para su incorporación a la vida civil.  Porque al igual que las 
Bacrim, estamos formando sobre el papel otros Grupos sin ideologías, sin mandos 
responsables sin orientación, más que el logro de propias fortunas y vida lisonjosa, 
que pasara de ser una lucha con un conflicto armado interno con guerrillas, a ser 
una lucha contra unos grupos de criminales, con verdaderas estructuras    
facinerosas, que generaran un daño mayor que el que hoy soportamos, con las 
cruentas acciones Guerrilleras. 
 




Se entiende como los integrantes o miembros de los ejércitos, la marina, la 
aviación, la infantería y la policía, con inclusión de personas que cumplen 
actividades como tal.  Por otro lado se encuentran los miembros de milicias y 
cuerpos de voluntarios que formen parte de esas fuerzas militares.  También serán 
 
 
combatientes los integrantes de grupos disidentes conformados  por insurgentes y 
autodefensas que actúen en el territorio nacional con un mando responsable.   
 
El combatiente debe obrar  en listas o documentos que lo identifiquen como tal o 
debe ser reconocido por sus comandantes o jefes.  Debe al menos, haber recibido 
una instrucción castrense que le permita el manejo de recursos en la guerra o en 
los enfrentamientos armados, o en la búsqueda de información.  En fin, que 
proyecte un conocimiento mínimo de la actividad militar en la cual se mueve.  El 
combatiente está plenamente definido en los Tratados y Convenios 
Internacionales, el Protocolo II define a los combatientes, como las fuerzas 
armadas de una alta parte contratante y a las fuerzas armadas disidentes o grupos 
armados organizados, bajo la dirección de un mando responsable.   
 
Además de ello, el combatiente está protegido por el Derecho Internacional 
Humanitario y se le debe aplicar los preceptos legales que a éste le rigen y que 
precisamente contempla la norma internacional.   Cabe complementar que las 
tareas del combatiente son claras y específicas y que una actividad como el 
descanso familiar, permisos, vacaciones,  alejado de bases y cuarteles, como el 
desplazamiento a cumplir citas médicas, comparecer ante autoridad competente, 
disfrutar de permisos, vacaciones, actividades que se realizan de civil y sin 
armamento de dotación oficial; son actividades particulares pero que sin embargo 
no deja de ser combatiente, pero un combatiente protegido por el Derecho 
Internacional Humanitario.   
 
Para zanjear por ahora  este concepto, me permito transcribir una concepción de 
Jean Jacques Rousseau respecto de la guerra señala: “La guerra no es, pues, una 
relación de hombre a hombre, sino de un Estado contra otro Estado, en la que los 
particulares sólo son enemigos accidentalmente, no como hombres, ni como 
ciudadanos, sino como soldados.  Siendo el objeto de la guerra la destrucción del 
Estado enemigo, hay derecho para matar a sus defensores, en tanto que tienen 
 
 
las armas en las manos; pero luego que las dejan y se rinden, no son enemigos, ni 
instrumentos del enemigo y como vuelven a entrar en la simple clase de hombres, 
ya no se tiene derecho sobre su vida”.  
 
2.2.13.1.2  Fuerzas Militares y de Policía 
 
Son las Fuerzas Armadas de Gobierno, representan al Estado, instituciones 
castrenses de tierra, mar y aire; cuentan con una planeación y dirección 
estratégica del Comando General de las Fuerzas Militares de Colombia; están 
conformadas por Ejército, Armada,  Fuerza Aérea y Policía Nacional. Se 
encuentran adscritas al Ministerio de Defensa Nacional.  Las cuatro fuerzas 
representativas de las Fuerzas Armadas cuentan con un manejo de estructura 
meramente Militar, esto es, fusiles, armas de guerra, aviones y logística de 
operaciones de contra guerrilla o contra insurgencia, pues se supone su presencia 
casi en todo el Territorio Nacional. 
 
2.2.13.1.3  Guerrillas 
 
La Guerrillas se concibe como un grupo que usa tácticas militares en Desarrollo de 
un Conflicto armado o Bélico contra él Estado.  Su actividad se remonta a 
operaciones de tipo Militar las cuales se incluyen ataques a Cuarteles, sabotaje, 
Terrorismo, Hostigamiento.  Operaciones de Tipo Ideológico tesis marxista 
Leninista (izquierda).  Operaciones económicas para su sostenimiento, a través 
del Narcotráfico, el Secuestro, la Extorsión,  el Desplazamiento.  Se representan 
como un grupo disidente, que no está de acuerdo con el modelo Estatal, o el 
Modelo Político, y aunque no tiene el status de beligerancia, si se les aplica la 
normatividad por sus actuaciones contra – Estatales, su nacimiento se fija por los 
años 1960 – 1962, entre esas guerrillas tenemos las FARC, EL EPL, EL ELN, EL 
PTR, EL QUINTIN LAME. 
 
 
2.2.13.1.4  Paramilitares o Autodefensas 
 
Grupos armados con ideología para – Estado, cuya creación genera  gran debate 
político y Judicial, vincula a grandes caciques de la Política, economía, industria 
Colombiana, como sus creadores, con una ideología de extrema Derecha, 
supuestos detractores de la izquierda Colombiana, pero al igual que los anteriores 
perdieron su rumbo, y se dedicaron al Narcotráfico, Extorsión, Secuestro  y 
Desplazamiento Forzado como fuentes de Financiación, apoyaron la corrupción y 
financiaron  campañas políticas, se intentaron desmovilizar por el Gobierno 
anterior, pero ello genero una desbandada y la creación de otros tipos de 
Organizaciones Criminales que desde hace más de cuatro años, crean la zozobra 
y muerte en el territorio Nacional.     
 
2.2.13.1.5 Otros Grupos Armados (BACRIM) 
 
Son grupos que conforma Bandas Emergentes Criminales, que nacieron como 
consecuencia de la nefasta desmovilización de las Autodefensas o Paramilitares, y 
aunque tienen nexos con grupos Guerrilleros Colombianos, Bandas Criminales del 
narcotráfico de México, Panamá Venezuela entre otros, son Grupos de 
Delincuencia Común,  que nada tiene o no guarda relación con el status de 
Beligerancia, o con la Protección del Derecho Internacional Humanitario para el 
conflicto Interno Colombiano 
 
2.2.13.2 El status de beligerancia como aplicación en el conflicto interno de 
un Estado  
 
Se basa en el artículo 3 común a los cuatro convenios de Ginebra, el cual tiene 
como fundamento el grupo o grupos disidentes, tengan en su poder una 
determinada región o localidad del territorio nacional, que además estén 
organizados por un gobierno y sobre todo para el derecho de guerra se debe 
 
 
combatir por medio de un ejército organizado que observe las leyes y costumbres 
de la guerra (ius in bello), necesariamente estos requisitos se deben reconocer a 
través de hechos tácitos o expresos y sólo los puede efectuar el Estado donde se 
libra el conflicto.  Ese reconocimiento expreso puede interferir un tercer Estado 
que trate a los disidentes como iguales.  Es necesario aclarar que puede 
incorporarse a la normatividad de un Estado los Tratados, Convenios y Acuerdos 
Humanitarios sin que implique la declaración de beligerancia a los grupos 
disidentes, ya que la misma norma contempla esta salvedad de no interferir en el 
sistema penal interno, así mismo no se desconoce la soberanía del Estado por 
incorporar la ley internacional.   
 
Por otra parte, se habla se tiene un precedente en la insurgencia colombiana y es 
que éstos no reúnen los requisitos al haber sido declarados terroristas, 
narcotraficantes, pues fácilmente  podrían ser detractores de los delitos comunes.  
Y si un gobierno llegare a reconocerle ese status, prácticamente estaría 
asumiendo  la calidad del grupo detractor, máxime cuando Colombia es uno de los 
países reconocidos a nivel internacional de manejar una lucha frontal contra el 
narcotráfico.  Entre otros, para poder operar el status de beligerancia, actualmente 
en nuestro país, mi apreciación sería: que la guerrilla declarara, primero que no 
está inmersa en el narcotráfico y que demostrara a su vez que éstos sustituyen 
esos cultivos por cultivos de pan coger.  Segundo, que entregara ante las 
autoridades competentes a quienes se han visto involucrados en esta clase de 
ilícitos.   
 
Tercero, que reconocieran de manera pública que su actividad es financiada por 
dineros que no provienen ni del narcotráfico, ni de secuestros, ni de extorsiones. 
Cuarto, que además de respetar los derechos de guerra(ius in bello) no 
provocarán o mantendrán en estado de zozobra o terror a la población o a un 
sector de ellos mediante actos que pongan en peligro la vida, la integridad física o 
la libertad de las personas y de sus bienes.  Considero, que a la par con estas 
 
 
apreciaciones personales, y con el cumplimiento de los requisitos que se exigen 
para el reconocimiento de beligerancia de alguna manera la guerrilla en Colombia 
podría recibirla y ya se podía estar hablando de una solución al conflicto armado, 
amén con la obligación de entregar ante la justicia aquellos que hayan cometido 
delitos de genocidio, de lesa humanidad o crímenes de guerra. 
 
2.2.13.3 Reconocimiento del conflicto armado 
 
Su base jurídica señalada en el Protocolo II, es el que se crea entre las fuerzas 
armadas del Estado y un grupo disidente o grupo armado organizado bajo la 
dirección de un mando responsable que como ya se dijo debe ejercer sobre una 
parte de dicho territorio un control que les permita realizar operaciones militares 
sostenidas y concertadas; esto es, que tengan un campo de acción definido entre 
las fuerzas armadas legales y las fuerzas disidentes. El Estado Colombiano ha 
reconocido ya en leyes la existencia de grupos disidentes como lo son guerrillas y 
autodefensas, que tiene un mando y que éste persigue afectar a sus ejércitos y a 
la misma población civil.  Por lo tanto, que hay que responder de manera armada 
a dichos ataques y que estos grupos operan en ciertas regiones del territorio 
nacional.  La Corte en Sentencias, ha hecho hincapié en la existencia de ese 
conflicto armado interno, pero de igual forma, ese reconocimiento del conflicto 
armado no atenta contra la soberanía ni contra la normatividad interna, incluso se 
pregona la no interferencia de un tercer país.  Esto obedece e interesa única y 
exclusivamente al país afectado por el flagelo y que opera dentro de su soberanía 
nacional. 
 
2.2.13.4 Persona protegida por el D.I.H. 
 
Se denomina personas protegidas a aquellas que, en tiempo de guerra, se 
benefician de la protección establecida en los tratados o en el derecho 
internacional humanitario consuetudinario. En particular, son personas protegidas 
 
 
los heridos, los enfermos, los prisioneros, los náufragos y los civiles que no 
participan directamente en las hostilidades. Asimismo, son personas protegidas el 
personal médico y religioso, los voluntarios de sociedades de socorro y los 
miembros de organismos de protección civil. 
 
El derecho aplicable a las situaciones de conflicto armado, en particular los 
Convenios de Ginebra y sus Protocolos adicionales, brinda protección a las 
víctimas de la guerra. En un principio, se consideró únicamente a los enfermos, los 
heridos, los náufragos y los prisioneros de guerra pero, tras los terribles 
sufrimientos padecidos por los civiles en la Segunda Guerra Mundial, se hizo 
especial mención de éstos. 
 
El derecho internacional humanitario protege a los heridos, los enfermos y los 
náufragos, pero también a quienes se ocupan de sus necesidades físicas y 
espirituales, es decir, el personal sanitario, religioso y administrativo de las 
unidades sanitarias, quienes no deben ser atacados y a quienes se debe permitir 
realizar sus tareas médicas o religiosas. Asimismo, el derecho internacional 
humanitario contempla la protección de unidades sanitarias, medios de transporte 
y material sanitario. 
 
El artículo 13 del Protocolo I de Ginebra establece como personas protegidas los 
heridos y enfermos, dentro de los cuales están los miembros de las fuerzas 
armadas de las partes en conflicto, los miembros de las milicias y voluntarios de 
esas fuerzas, los miembros de las otras milicias y los miembros de los otros 
cuerpos de voluntarios que tengan como condiciones estar mandados por una 
persona que responda de sus subordinados, tener un signo distintivo fijo y 
reconocible a distancia, llevar las armas a la vista y dirigir sus operaciones de 
conformidad con las leyes y costumbres de la guerra. También son personas 
protegidas los miembros de las fuerzas armadas que reciban órdenes de un 
gobierno no reconocido por una potencia, las personas que sigan a las fuerzas 
 
 
armadas pero no participen de ellas, los miembros de las tripulaciones y la 
población no ocupada que decida tomar las armas en contra de alguna fuerza 
invasora. 
 
También son personas protegidas los miembros de organismos de auxilio como la 
Cruz Roja, Media Luna Roja, Defensa Civil, Bomberos, etc., miembros de ONG’s, 
personal diplomático, testigos protegidos por el Estado, asilados políticos, 
miembros de un grupo étnico, religioso, político y/o cultural, funcionarios públicos, 
miembros de las misiones médicas, entre otros. (Sacado de 
http://www.icrc.org/spa/war-and-law/protected-persons/other-protected-persons/index.jsp) 
 
2.2.13.5 Principios Generales del D.I.H. 
 
Dentro del Derecho Internacional Humanitario y como principios básicos que 
representan el mínimo de humanidad aplicable en todo tiempo, lugar y 
circunstancias en los conflictos armados, los cuales han de entenderse como una 
adhesión a esa beligerancia, entre ellos podemos señalar:   
 
- Principio de humanidad, encaminado a proteger a todas aquellas personas 
que no participan en las hostilidades, como lo son los miembros de las fuerzas 
armadas de alzada o beligerantes que hayan depuesto las armas, que hayan 
quedado fuera de combate por enfermedad, heridos, detención o cualquier otra 
circunstancia.   
 
- Principio de igualdad, se aplica de manera indiscriminada a todas y cada una 
de las partes enfrentadas. 
 
- Principio de necesidad militar, busca el equilibrio entre las necesidades de la 
guerra y los condicionamientos humanitarios, de modo que no se deben causar 
al adversario, males desproporcionados en el desarrollo del conflicto. 
 
 
- Principio de no discriminación, es la prohibición de toda distinción 
desfavorable por razones de raza, color, sexo, lenguaje, religión o creencias, 
opiniones políticas o de otro género, nacionalidad, origen social, fortuna, 
nacimiento u otra condición. 
 
- Principio de inmunidad, esta protección va encaminada a los peligros que 
preceden de las acciones militares, ya que éstos no deben ser dirigidos contra 
la población civil, ni contra las personas civiles que no participen en las 
hostilidades, así como las represalias contra personas y bienes protegidos por 
el D.I.H. 
 
- Principio de proporcionalidad, busca prohibir tantos las armas y los métodos 
que causen daños excesivos con respecto a la ventaja militar concreta y 
directa prevista. 
 
- Principio del Derecho de Ginebra(Ius in bellum), es el respeto y protección 
a los heridos, náufragos, enfermos, prisioneros de guerra y población civil, 
víctimas de los conflictos armados. 
 
- Principio de distinción, si bien es cierto resaltado como último de los 
principios generales básicos del D.I.H. por este tesista, es indudablemente el 
principio primogénito del D.I.H. dado que éste y la inmunidad de los no 
combatientes debe ser una responsabilidad y obligación de las partes en 
conflicto; su aplicación debe ser permanente en el desarrollo de las acciones 
militares, pues todas aquellas personas que no sean combatientes activos o no 
estén participando directamente en las hostilidades, nunca podrán ser 
consideradas “objetivo militar”.  De igual forma se debe garantizar a la 
población civil el trato humano y la protección general otorgada en los 
instrumentos del Derecho Humanitario; hacer efectivas las garantías para las 
 
 
personas privadas de la libertad por motivos relacionados con el conflicto; 
facilitar las actividades emprendidas por las organizaciones gubernamentales o 
no gubernamentales, humanitarias, que pretendan atender a las víctimas del 
conflicto.  La distinción radica fundamentalmente en determinar las 
obligaciones y los derechos que le corresponden tanto a unos, como a los 
otros. 
 
2.2.14  Fuentes y Jurisprudencia Constitucional Nacional sobre el Homicidio 
en persona protegida 
 
2.2.14.1 Las fuentes constitucionales del Homicidio en Persona Protegida 
 
Estas fuentes las encontramos, entre otras, en la Constitución Nacional al tenor 
del artículo 2, dado que las autoridades de la república están instituidas para 
proteger a todas las personas residentes en Colombia, el artículo 11 percibe como 
derecho fundamental el derecho a la vida, que es inviolable, artículo 93 en los 
cuales los Tratados y Convenios Internacionales ratificados por el Congreso 
prevalecen en el orden interno, hacen parte del bloque de constitucionalidad como 
un reconocimiento de un derecho humano; pues constituyen jerarquía 
constitucional, artículo 214 núm. 2 señala que se respetarán las reglas del D.I.H. 
Así la fuente constitucional interna prevé una enriquecedora normatividad que 
coadyuva a tener como entendido  que debemos abrigar las normas referentes al 
Homicidio en Persona Protegida.   
 
Harían parte de esta fuente constitucional las internacionales apegadas a ella en 
los cuatro convenios de Ginebra de 1949, y el artículo 3 Común adicional a los 
Cuatro Convenios de Ginebra, aprobados por el Congreso mediante la Ley 5 de 
1960 y los Protocolos Adicionales I aprobado por la Ley 11 de 1992, Protocolo 
Adicional II de 1977 aprobado por la Ley 171 de 1994. Aplicables al conflicto 
interno que actualmente ha sido reconocido, no solamente en varias sentencias de 
 
 
las Altas Cortes, sino también por el Estado Colombiano, aunque éste no haya 
otorgado el status de beligerancia a los grupos disidentes, esto es guerrillas y 
autodefensas o paramilitares. 
 
2.2.14.2 Jurisprudencia Constitucional Nacional del homicidio en persona 
protegida en calidad de combatiente 
 
La Sentencia C-291/2007 MP Manuel José Cepeda Espinoza, al estudiar 
demanda de inconstitucionalidad de la expresión “combatientes” del art. 135 Núm. 
6 de la Ley 599/2000 expresa: “que el término combatientes se refiere a una de las 
subcategorías de las personas fuera de combate, en tanto una de las diversas 
categorías de las personas protegidas por el D.I.H. las personas que han 
participado en las hostilidades y ya no lo hacen por haber depuesto las armas, por 
captura, rendición u otra causa similar.  El uso de este término en sí mismo no riñe 
con el bloque de constitucionalidad, por cuanto su incorporación al tipo penal que 
se estudia no reduce el ámbito de protección dispensado por la garantía 
fundamental de la prohibición de homicidio a quienes no participan de las 
hostilidades en un conflicto interno. 
 
Señala así mismo que el término combatientes en derecho internacional 
humanitario tiene un sentido genérico y un sentido específico.  En el sentido 
genérico hace referencia a las personas que, por formar parte de las fuerzas 
armadas y de los grupos armados irregulares, o tomar parte de las hostilidades no 
gozan de las protecciones contra los ataques asignados a los civiles.  En su 
sentido específico, el término se utiliza únicamente en el ámbito de los conflictos 
armados internacionales para hacer referencia a un status especial que implica no 
solamente el derecho a tomar parte en las hostilidades y la posibilidad de ser 
considerado como un objetivo militar legítimo, sino también la facultad de enfrentar 
a otros combatientes o individuos que participan en las hostilidades y el derecho a 
recibir trato especial cuando ha sido puesto fuera de combate por rendición, 
 
 
captura o lesión.   Por lo tanto, en aplicación a los conflictos armados internos, el 
Derecho Internacional Humanitario utiliza el término combatientes en su sentido 
genérico y deja en claro que el status de prisionero de guerra no son aplicables a 
los conflictos armados internos. 
 
De igual forma, explica la Corte que la protección establecida por el principio de 
distinción cobija no solamente a las personas civiles, sino también, dentro de la 
categoría más amplia de: “No combatientes”, a las personas que habiendo 
participado en las hostilidades han sido puestas fuera de combate.  El estar en 
poder de otro actor armado en el conflicto, no puede defenderse en razón a estar 
inconscientes, haber naufragado, estar heridos o enfermos.  O haber expresado 
en forma clara su intención de rendirse, absteniéndose de actos hostiles y de 
intentos de evasión.  Sustenta su tesis que la protección de las personas que fuera 
de combate está prevista en el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra, y en 
el artículo 7 del Protocolo adicional 2, además es una norma de derecho 
internacional consuetudinario.  Que ha  sido aplicado en tanto por los Tribunales 
Penales, para Ruanda y Yugoslavia, cuando las personas fuera del combate 
asumen una participación directa en las hostilidades, pierden las garantías 
previstas por el principio de distinción, únicamente durante el tiempo que dure su 
participación en el conflicto. 
 
Por lo tanto, se puede establecer de manera fehaciente que el sentir de la corte es 
acogerse a los preceptos internacionales ya ratificados por Colombia, como es el 
art. 3 común y el protocolo II, concomitante esta relevancia jurídica con las 
disposiciones constitucionales  enunciadas en este estudio en aras de ese 
prohijamiento que hace nuestra Constitución y la Corte Constitucional incrementa 
la motivación del tesista de dejar de manera  explícita la adecuación típica del 
Homicidio en Persona Protegida cuando el combatiente  ha depuesto las armas o 
ha dejado de serlo por alguna circunstancia que permita establecer 
razonadamente que esta persona ya no era un peligro para su enemigo natural, 
 
 
cuando éste haya sido capturado y sometido por éste.   
 




La distinción que le da el Derecho Internacional Humanitario el Combatiente, le 
permite gozar de la salvaguarda de sus Derechos, cuando éste por alguna 
circunstancia ha depuesto las armas, en la práctica ha dejado de ser combatiente 
y no representa un peligro para su enemigo natural.  Son varias las situaciones 
que pueden configurar que ese combatiente en frente de guerra ya no lo sea, bien 
como lo señala nuestra normatividad penal al tenor del Art. 135 Numeral 6 “Los 
combatientes que hayan depuesto las armas por captura, rendición u otra causa 
análoga”.  La condición de ser combatiente genera básicamente la pertenencia a 
un grupo armado en conflicto, que ahora ya no hace parte del conflicto, y con el 
objeto primordial de la Norma Humanitaria de sensibilizar la Guerra, impedir  que 
el fraguar de esa guerra no lo lleve a los extremos  y genere esos atentados 
graves contra el Derecho Internacional Humanitario en el Desarrollo del conflicto. 
 
Por lo tanto si el Combatiente al encontrarse en poder de su enemigo natural, este 
le debe dar aplicación a esas normas de carácter consuetudinario, ninguna de sus 
normas debe contrariar el Ius cogens, y aplicarlas de manera unilateral al 
infortunio de su adversario, no es permitido, por ello la adecuación típica señalada 
por la norma Penal Colombiana que se suscribe a los tratados internacionales 
aprobados por Colombia y que ha hecho tránsito de constitucionalidad.  Ahora 
bien lo que se trata es de despejar las dudas de cuando se es combatiente y por lo 
tanto un atentado contra este por dicha condición  genera la violación al Derecho 





Primero ha de señalarse que el sujeto activo puede ser cualquier persona, es 
indeterminada o bien sea el grupo contrario, un funcionario, incluso un particular, 
el verbo determinador ocasionar la muerte, la acción debe ejecutarse durante el 
Desarrollo del conflicto armado.  Hasta ahí no habría problema que la acción se 
ejecutara durante el conflicto armado, la aspiración del tesista   es que la acción se 
prolongue en el tiempo, como ya se ha dicho, han existido  y existen varios 
acuerdos y leyes aplicables al conflicto armado interno, que no han generan 
seguridad Jurídica, Acuerdo de La Uribe, firmado con las FARC en 1984, se habla 
de perdón y olvido, Acuerdo con el M-19 de 1990 sólo se habla de indulto, actitud 
complementada con la expedición de la llamada ley de “reindulto”, que en 1992 
impidió a la Fiscalía continuar con la investigación a la cúpula de ese grupo 
guerrillero por los hechos del Palacio de Justicia. Durante las conversaciones con 
las FARC y el ELN en la administración anterior el tema de la justicia no fue 
abordado.  
 
Por otro lado el Decreto 1385 de 1994 y la ley 418 de 1997 que acoge la 
desmovilización voluntaria, colectiva  e individual, que fue prorrogada por la ley 
548 de 1999, donde la mayoría de desmovilizados de las guerrillas se han 
acogido, por otro lado se encuentran la ley 975 del 2005 y la Ley 1424 de 2010, 
que acoge los desmovilizados de la autodefensas o Paramilitares.  Normas que 
harán tránsito a futuro y que protegerán los miembros de estos grupos que se han 
desmovilizados, por lo que se hace necesario que la norma de Derecho 
Internacional que adecua la tipicidad del Homicidio en Persona Protegida se 
prolongue después de terminado el conflicto armado. 
 
Misma situación en el caso del sujeto pasivo que tenga la distinción de persona 
protegida por el Derecho Internacional Humanitario, y en Desarrollo del Conflicto 
Armado Interno,  como lo son los combatientes que hayan depuesto las armas, si 
su deceso fue con ocasión a esa pertenencia a determinado grupo armado, pues 
su adecuación típica será por Homicidio en Persona Protegida de acuerdo a lo 
 
 
señalado en el Art. 135 Núm. 6     
   
2.2.14.3.2 Requisitos 
 
Por ser sujeto activo indeterminado singular, genera un vacío que debe suplirse si 
a futuro se cumple con el objetivo de la norma de proteger a esas personas que en 
desarrollo de los conflictos adquirieron una condición y que no es su deseo 
continuar en el mismo, que dejo de serlo o que no se encuentra haciendo parte 
activa del conflicto, o sea, no genera un peligro para la otra parte, o que en el caso 
del particular que en su momento fue afectado por ese combatiente y que ahora 
reclama justicia pero este pretende hacerla por su propia mano, el funcionario o 
uno de sus enemigos naturales, una vez  capturado éste, está protegido por el 
Derecho Internacional Humanitario. Por lo que enunciaremos al menos cuatro 
requisitos que debe reunir esta persona combatiente capturada, protegida en su 
condición de combatiente. 
 
1. Que el Combatiente este capturado o sometido, por el sujeto activo 
indeterminado. 
 
2. Que la persona combatiente capturada sea plenamente identificada y 
relacionada con la condición de Combatiente. 
 
Cuando se habla del sujeto pasivo, se tenga plena identificación y relación de 
combatiente, bien sea de los grupos de Alzada o de los Grupos Disidentes.  Se 
refiere a una materialización en el Desarrollo del conflicto Armado, el cual se 
encuentra vigente o haya terminado, y en el caso de haber terminado, debe 
reunir esa condición de no combatiente.  Como ya se dijo, si este sujeto pasivo 
de quien se habla siendo combatiente se acogió a un programa ofrecido por el 
bando contrario, está protegido por la norma Internacional, pues dejo de serlo.  
O si en efecto se identifica como un miembro activo del grupo armado, pero 
 
 
que no ejerce las actividades militares o de Guerra.  Entonces nos 
encontramos con una persona protegida por el Derecho Internacional 
Humanitario. 
 
3. Que la persona combatiente capturada realiza actividades totalmente ajenas al 
acontecer militar y de guerra. 
 
Quizás este sea el punto más álgido de la pretensión del tesista, y obedece a 
que el combatiente plenamente identificado como miembro de un grupo 
armado, ya no pertenece a ningún grupo armado, porque se ha acogido a un 
programa de desmovilización, en uso de buen retiro (caso específico de las 
Fuerzas Militares y de Policía) se encuentra en un periodo de vacaciones, se 
encuentra en actividades personales estudios académicos, cita médica, paseo 
familiar, cumplimiento de citaciones o requerimientos de autoridades, o en 
definitiva a pesar de ser un miembro activo de un grupo armado no realiza 
actividades propias del acontecer Militar o de Guerra. 
 
a. Se ha acogido a un programa de desmovilización o proceso de paz, el 
Estado debe garantizar a todas estas personas que en el fraguar del conflicto 
decidieron aceptar sus lineamientos y han dejado las armas, ya no son 
combatientes, pero esa condición de combatiente no lo va a dejar dormir por el 
resto de la vida, más cuando su amigo natural muchas veces lo declara 
objetivo Militar, por lo tanto esta persona goza de la Protección del Derecho 
Internacional Humanitario.  
 
b. En uso de buen retiro  se encuentra en un periodo de vacaciones, (caso 
específico de las Fuerzas Militares y de Policía), en definitiva fue combatiente 
pero es una condición que todavía debe soportar, porque muchas veces esos 
militares o Policías se desplazan por el territorio nacional en goce de ese 
derecho y son plenamente identificados capturados y sometidos, estas 
 
 
personas poza de la protección del Derecho Internacional Humanitario. 
 
c. se encuentra en actividades personales como estudios académicos, cita 
médica, paseo familiar, cumplimiento de citaciones o requerimientos de 
autoridades, son situaciones totalmente ajenas a ese fraguar de la Guerra, 
son actividades propias del acontecer del hombre en comunidad, y todos 
estamos en condiciones de ejercerlas y para ello no se requiere ninguna 
restricción  por parte del sujeto activo bien sea el particular o para el miembro o 
miembros del  grupo armado contrario, por lo tanto tiene la protección del 
Derecho Internacional Humanitario.  
 
d. O en definitiva a pesar de ser un combatiente  activo,  de un grupo 
armado no realiza actividades propias del acontecer Militar o de Guerra, 
en definitiva ese combatiente no es un peligro para el sujeto activo bien sea 
particular o bien sea de un grupo o grupos armados contrarios, al sujeto pasivo 
solo se le debe exigir claridad de su actividad, que no promueva o intente fugas 
o no genere o proyecte actividad bélica tendiente a afectar el miembros del 
grupo armado raptor, por lo tanto tiene la protección del Derecho Internacional 
Humanitario.    
 
Tanto por estas y aquellas situaciones reúne las condiciones de Persona 
Protegida por el Derecho Internacional Humanitario, y es aquí donde el 
Funcionario Fiscalía y Juez, debe adecuar la conducta.  Está plenamente 
identificado y tenía la condición de combatiente, su quehacer se ubica dentro 
de alguno de los parámetros señalados en los literales a, b, c, y d, Ej. Se 
encontraba en un periodo de vacaciones  o sea realizaba actividades 
totalmente ajenas al acontecer militar o de guerra, no era un peligro para el 
grupo armado contrario o para el particular que de alguna manera tendrá que 
afectarlo esa condición de pertenencia a un grupo armado de la persona 
capturada o sometida.    
 
 
Mi tesis predomina actualmente si analizamos la normatividad constitucional y 
el sentido de la corte constitucional en la aplicación del Derecho Internacional 
Humanitario en nuestra normatividad interna, y en consonancia con esa tesis 
de la corte se debe atender las características de cada coso en particular.  
Pero ante todo para que la tesis sea una realidad debe existir el desarrollo del 
conflicto Armado Interno, o en su defecto debe haber terminado con el 
antecedente de que el combatiente tuvo dicha condición, esto es, necesario 
para proteger a futuro las continuas desmovilizaciones que se han realizado a 
través de las diferentes normativas, así mismo proteger a futuro un eventual 
proceso de paz definitivo con la Guerrilla u grupos de autodefensas o 
paramilitares.  
 
4. Como consecuencia de esa condición de combatiente, le sobrevenga la muerte 
a manos de su captor o sus captores.  
 
Una vez capturado y sometido, identificado con la condición de Combatiente, y 
que su quehacer era ajeno al acontecer Militar o de Guerra, Ej. Se acogió a la 
Ley 1424 de 2010 para que los desmovilizados ingresen, se reintegren y 
entreguen su versión para construir la memoria histórica, (o se adecua al 
cualquier de los quehaceres señalados 3en los literales (a,b,c y d) en 
Desarrollo del Conflicto Armado Interno o habiendo terminado este por 
rendición o en proceso de paz,  y el combatiente  no representaba un peligro 
para el captor o sus captores, y es ultimado, sencillamente su adecuación 
típica no es otra que la  de Homicidio en Persona Protegida, por ningún motivo 
existe un delito común, como  Homicidio Simple, Homicidio Agravado. 
 
El Art. 3 común a los cuatro convenios de ginebra prohíbe los atentados contra 
la vida, especialmente el Homicidio en todas sus formas, en esa misma línea el 
art. 4 del Protocolo II    prohíbe los atentados contra la vida, en particular el 
Homicidio, el art. 11 Constitucional señala que el Derecho a la Vida es 
 
 
inviolable, y no habrá pena de muerte, el art. 12 ibídem señala que Nadie está 
sometido a desaparición forzada, a tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes.  Luego entonces la norma es estricta en cuanto a la salvaguarda 
de la vida.  Y las penas impuestas en el Código Penal al Tenor del Título II, 
Capitulo Único Art. 135 son de prisión de 30 a 40 años y multa de 2.000 a 
5.000 s.m.l.m, penas que se aumentan de una tercera parte a la mitad si se 
cometiera contra una mujer por el hecho de ser mujer de conformidad con la 
Ley 1257 de 2008.   
 
Para la calificación y adecuación de la norma penal a la hora de aplicar lo tipos 
penales deben distar mucho de los tipos penales convencionales, y adecuarse 
a las conductas propias de los Delitos contra el Derecho Internacional 
Humanitario  
 




Artículo 93. Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, 
que reconocen los derechos humanos y que prohiben su limitación en los estados 
de excepción, prevalecen en el orden interno. Los derechos y deberes 
consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados 
internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. 
 
Artículo 94. La enunciación de los derechos y garantías contenidos en la 
Constitución y en los convenios internacionales vigentes, no debe entenderse 
como negación de otros que, siendo inherentes a la persona humana, no figuren 
expresamente en ellos. 
 
ARTICULO 214. Los estados de excepción a que se refieren los artículos 
 
 
anteriores se someterán a las siguientes disposiciones: 1. Los decretos legislativos 
llevarán la firma del Presidente de la República y todos sus ministros y solamente 
podrán referirse a materias que tengan relación directa y específica con la 
situación que hubiere determinado la declaratoria del estado de excepción. 2. No 
podrán suspenderse los derechos humanos ni las libertades fundamentales. En 
todo caso se respetarán las reglas del derecho internacional humanitario. Una ley 
estatutaria regulará las facultades del Gobierno durante los estados de excepción 
y establecerá los controles judiciales y las garantías para proteger los derechos, 
de conformidad con los tratados internacionales. Las medidas que se adopten 
deberán ser proporcionales a la gravedad de los hechos. 3. No se interrumpirá el 
normal funcionamiento de las ramas del poder público ni de los órganos del 
Estado. 4. Tan pronto como hayan cesado la guerra exterior o las causas que 
dieron lugar al estado de conmoción interior, el Gobierno declarará restablecido el 
orden público y levantará el estado de excepción. 5. El Presidente y los ministros 
serán responsables cuando declaren los estados de excepción sin haber ocurrido 
los casos de guerra exterior o de conmoción interior, y lo serán también, al igual 
que los demás funcionarios, por cualquier abuso que hubieren cometido en el 
ejercicio de las facultades a que se refieren los artículos anteriores. 6. El Gobierno 
enviará a la Corte Constitucional al día siguiente de su expedición, los decretos 
legislativos que dicte en uso de las facultades a que se refieren los artículos 
anteriores, para que aquélla decida definitivamente sobre su constitucionalidad. Si 
el Gobierno no cumpliere con el deber de enviarlos, la Corte Constitucional 
aprehenderá de oficio y en forma inmediata su conocimiento. 
 
CÓDIGO PENAL  
 
LEY 599/2000, Artículo 135. Homicidio en persona protegida. El que, con 
ocasión y en desarrollo de conflicto armado, ocasione la muerte de persona 
protegida conforme a los Convenios Internacionales sobre Derecho Humanitario 
ratificados por Colombia, incurrirá en prisión de cuatrocientos ochenta (480) a 
 
 
seiscientos (600) meses, multa de dos mil seiscientos sesenta y seis coma 
sesenta y seis (2.666,66) a siete mil quinientos (7.500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones 
públicas de doscientos cuarenta (240) a trescientos sesenta (360) meses. 
 
La pena prevista en este artículo se aumentará de la tercera parte a la mitad 
cuando se cometiere contra una mujer por el hecho de ser mujer. 
 
Parágrafo. Para los efectos de este artículo y las demás normas del presente 
título se entiende por personas protegidas conforme al derecho internacional 
humanitario: 
 
1. Los integrantes de la población civil.  
2. Las personas que no participan en hostilidades y los civiles en poder de la parte 
adversa.  
3. Los heridos, enfermos o náufragos puestos fuera de combate.  
4. El personal sanitario o religioso.  
5. Los periodistas en misión o corresponsales de guerra acreditados.  
6. Los combatientes que hayan depuesto las armas por captura, rendición u otra 
causa análoga.  
7. Quienes antes del comienzo de las hostilidades fueren considerados como 
apátridas o refugiados.  
8. Cualquier otra persona que tenga aquella condición en virtud de los Convenios 
I, II , III y IV de Ginebra de 1949 y los Protocolos Adicionales I y II de 1977 y otros 












PERSONA PROTEGIDA POR EL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO-
Combatiente que ha depuesto las armas por captura, rendición u otra causa 
análoga/NORMAS DE DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO EN 
BLOQUE DE CONTITUCIONALIDAD-No vulneración por norma que considera 
como persona protegida al combatiente que ha depuesto las armas por captura, 
rendición u otra causa análoga/HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA-
Tipificación como delito en combatientes que han depuesto las armas. 
 
NORMAS INTERNACIONALES  
 
Art. 3 Común de los Cuatro Convenios de Ginebra de 1949, aprobados por el 
Congreso de la República mediante la Ley 5 de 1960.  Norma aplicable a los 
Conflictos no internacionales   
En caso de conflicto armado que no sea de índole internacional y que surja en el 
territorio de una de las Altas Partes Contratantes cada una de las Partes en 
conflicto tendrá la obligación de aplicar, como mínimo, las siguientes 
disposiciones: 
 
1) Las personas que no participen directamente en las hostilidades, incluidos los 
miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas 
puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier otra 
causa, serán, en todas las circunstancias, tratadas con humanidad, sin distinción 
alguna de índole desfavorable basada en la raza, el color, la religión o la creencia, 
el sexo, el nacimiento o la fortuna o cualquier otro criterio análogo. 
A este respecto, se prohíben, en cualquier tiempo y lugar, por lo que atañe a las 
personas arriba mencionadas: 
 
 
a) los atentados contra la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio 
en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los suplicios; 
b) la toma de rehenes; 
c) los atenta dos contra la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes 
y degradantes; 
d) las condenas dictadas y las ejecuciones sin previo juicio ante un tribunal 
legítimamente constituido, con garantías judiciales reconocidas como 
indispensables por los pueblos civilizados. 
2) Los heridos y los enfermos serán recogidos y asistidos. 
Un organismo humanitario imparcial, tal como el Comité Internacional de la Cruz 
Roja, podrá ofrecer sus servicios a las Partes en conflicto. 
Además, las Partes en conflicto harán lo posible por poner en vigor, mediante 
acuerdos especiales, la totalidad o parte de las otras disposiciones del presente 
Convenio. 
La aplicación de las anteriores disposiciones no surtirá efectos sobre el estatuto 
jurídico de las Partes en conflicto. 
 
PROTOCOLO ADICIONAL  II DE 1977, adicionado a los Cuatro Convenios de 
Ginebra de 1949. Relativo a la protección de las víctimas de los conflictos 
armados sin carácter internacional, aprobados por el Congreso de la República 
mediante Ley 171 de 1994. 
 
Ámbito de aplicación material  
1. El presente Protocolo, que desarrolla y completa el artículo 3 común a los 
Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, sin modificar sus actuales 
condiciones de aplicación, se aplican a todos los conflictos armados que no estén  
cubiertos por el artículo 1 del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 
12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos 
armados internacionales (Protocolo I) y que se desarrollen en el territorio de una 
Alta Parte contratante entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o 
 
 
grupos armados organizados que bajo la dirección de un mando responsable, 
ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar 
operaciones militares sostenidas y concertadas y aplicar el presente Protocolo.  
 
2. El presente Protocolo no se aplicará a las situaciones de tensiones internas y de 
disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de 
violencia y otros actos análogos, que no son conflictos armados.  
 
Ámbito de aplicación personal  
1. El presente protocolo se aplicará sin ninguna distinción de carácter desfavorable 
por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión o creencia, opiniones políticas o 
de otra índole, origen nacional o social, fortuna, nacimiento u otra condición o 
cualquier otro criterio análogo (denominada en adelante "distinción de carácter 
desfavorable"), a todas las personas afectadas por un conflicto armado en el 
sentido del artículo 1.  
2. Al fin del conflicto armado, todas las personas que hayan sido objeto de una 
privación o de una restricción de libertad por motivos relacionados con aquél, así 
como las que fuesen objeto de tales medidas después del conflicto por los mismos 
motivos, gozarán de la protección prevista en los artículos 5 y 6 hasta el término 
de esa privación o restricción de libertad.  
 
No intervención  
1. No podrá invocarse disposición alguna del presente Protocolo con objeto de 
menoscabar la soberanía de un Estado o la responsabilidad que incumbe al 
gobierno de mantener o restablecer la ley y el orden en el Estado o de defender la 
unidad nacional y la integridad territorial del Estado por todos los medios legítimos.  
2. No podrá invocarse disposición alguna del presente Protocolo como justificación 
para intervenir, directa o indirectamente, sea cual fuere la razón, en el conflicto 
armado o en los asuntos internos o externos de la Alta Parte contratante en cuyo 
territorio tenga lugar ese conflicto.  
 
 
Garantías fundamentales  
Todas las personas que no participen directamente en las hostilidades, o que 
hayan dejado de participar en ellas, estén o no privadas de libertad, tienen 
derecho a que se respeten su persona, su honor, sus convicciones y sus prácticas 
religiosas. Serán tratadas con humanidad en toda circunstancia, sin ninguna 
distinción de carácter desfavorable. Queda prohibido ordenar que no haya 
supervivientes. 
 
Personas privadas de libertad  
Se respetarán, como mínimo, en lo que se refiere a las personas privadas de 
libertad por motivos relacionados con el conflicto armado, ya estén internadas o 
detenidas, las siguientes disposiciones:  
a) los heridos y enfermos serán tratados de conformidad con el artículo 7;  
b) las personas a que se refiere el presente párrafo recibirán, en la misma medida 
que la población local, alimentos y agua potable y disfrutarán de garantías de 
salubridad e higiene y de protección contra los rigores del clima y los peligros del 
conflicto armado;  
c) serán autorizadas a recibir socorros individuales o colectivos;  
d) podrán practicar su religión y, cuando así lo soliciten y proceda, recibir la 
asistencia espiritual de personas que ejerzan funciones religiosas, tales como los 
capellanes;  
e) en caso de que deban trabajar, gozarán de condiciones de trabajo y garantías 
análogas a aquellas de que disfrute la población civil local.  
2. En la medida de sus posibilidades, los responsables del internamiento o la 
detención de las personas a que se refiere el párrafo 1 respetarán también, dentro 
de los límites de su competencia, las disposiciones siguientes relativas a esas 
personas:  
a) salvo cuando hombres y mujeres de una misma familia sean alojados en 
común, las mujeres estarán custodiadas en locales distintos de los destinados a 
los hombres y se hallarán bajo la vigilancia inmediata de mujeres;  
 
 
b) dichas personas serán autorizadas para enviar y recibir cartas y tarjetas 
postales, si bien su número podrá ser limitado por la autoridad competente si lo 
considera necesario;  
c) los lugares de internamiento y detención no deberán situarse en la proximidad 
de la zona de combate. Las personas a que se refiere el párrafo 1 serán 
evacuadas cuando los lugares de internamiento o detención queden 
particularmente expuestos a los peligros resultantes del conflicto armado, siempre 
que su evacuación pueda efectuarse en condiciones suficientes de seguridad;  
d) dichas personas serán objeto de exámenes médicos;  
e) no se pondrán en peligro su salud ni su integridad física o mental, mediante 
ninguna acción u omisión injustificadas. Por consiguiente, se prohíbe someter a 
las personas a que se refiere el presente artículo a cualquier intervención médica 
que no esté indicada por su estado de salud y que no esté de acuerdo con las 
normas médicas generalmente reconocidas que se aplicarían en análogas 
circunstancias médicas a las personas no privadas de libertad.  
3. Las personas que no estén comprendidas en las disposiciones del párrafo 1 
pero cuya libertad se encuentre restringida, en cualquier forma que sea, por 
motivos relacionados con el conflicto armado, serán tratadas humanamente 
conforme a lo dispuesto en el artículo 4 y en los párrafos 1 a), c) y d) y 2 b) del 
presente artículo.  
4. Si se decide liberar a personas que estén privadas de libertad, quienes lo 













En un país de Guerras continuas, como consecuencia de la desorientación y 
desigualdad social, desequilibrio, anarquismo, nepotismo, corrupción, que ha 
afectado al país y al gobierno de turno.  Pero que en esa continuidad de guerra, 
aplica la protección del Derecho Internacional Humanitario e incorpora en su 
normatividad los Delitos contra las Personas y Bienes protegidos por el D.I.H. no 
era de menos a este estudioso del Derecho Internacional Humanitario, coadyuvar 
en esa labor pedagógica y normativa con el objeto de que a futuro el operador 
judicial no tenga las dificultades que aún presenta para adecuar y calificar la 
conducta cuando es trasgresora de la norma penal, esto es, Homicidio en  
persona Protegida por el Derecho Internacional Humanitario en calidad de 
Combatiente. 
 
Para este estudio se hizo necesario tener como soporte las Normas 
Internacionales como son el Art. 3 Común de los Cuatro Convenios de Ginebra de 
1949 y el Protocolo adicional II de 1977 adicional a los Cuatro Convenios de 
Ginebra de 1949, aplicables al Conflicto Interno que vive Colombia y que si bien es 
cierto el Gobierno Nacional lo reconoce a cuenta gotas en sus intervenciones 
públicas, como implícitamente en la expedición de normas de reinserción y de 
justicia y paz que se han adoptado con el fin de promover la desmovilización de 
los grupos armados disidentes, como lo son en este caso las guerrillas y las 
autodefensas y como ya bien se dijo en este estudio, se excluyen las bandas 
criminales(BACRIM) por ser estas últimas, pertenecientes o del ámbito de 
aplicación al sistema penal común y no al Derecho Internacional Humanitario. 
 
Así las cosas y teniendo como fundamento normativo interno la Ley 599 del 2000 
al tenor del Título II de los Delitos contra personas y bienes protegidos por el 
Derecho Internacional Humanitario Capítulo Único, Artículo 135 Homicidio en 
Persona Protegida, numeral 6, los combatientes que hayan depuesto las armas 
 
 
por captura, rendición u otra causa análoga, amén de las Sentencias proferidas 
con ocasión al HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA.  Encontrando que si bien 
es cierto en muchos casos se ha acertado a la hora de adecuar y calificar la 
conducta cuando se atenta contra el combatiente, pero en otros casos como los 
que se buscan superar con este estudio, han quedado en el limbo. 
 
Y es como así que esas falencias a la hora de adecuar y calificar el tipo penal 
cuando el atentado es contra un combatiente o que teniendo las calidades de 
combatiente no se encuentra en el fraguar del conflicto o no representa para el 
enemigo una fuente de peligro, cuando ha caído en manos de éste y ha sido dado 
de baja o muerto de manera sistemática, muchas veces a esa tipificación se le ha 
hecho una adecuación del delito común, cuando en verdad debería haberse 
adecuado y tipificado por homicidio en persona protegida. 
 
Por lo tanto, este estudio busca aclarar circunstancias específicas:  como qué es 
un combatiente, cuáles son sus condiciones, cuándo representa una fuente de 
peligro, cuándo pierde las calidades de combatiente y por qué se debe adecuar y 
tipificar homicidio en persona protegida con la calidad de combatiente y cuando se 
debe adecuar y calificar en delito común.   Pues siempre se ha dicho que la guerra 
se tiene como un derecho, el cual desde el ámbito internacional es aceptado, bien 
sea como conflicto internacional, esto es, guerra entre Estados o Naciones o 
guerra que no tiene el carácter internacional, más conocida como conflicto interno, 
pero aún a pesar de existir ese derecho, también hay que hacer prevalecer las 
normas que regulan esos conflictos o guerras, porque nada tan vil y ruin dejar que 
esas guerras y esos conflictos excedan los límites que de manera consuetudinaria 
se han implantado como una herramienta para humanizarla y que no se exceda la 
crueldad. 
 
Y como bien se ha dicho, nuestra Norma Penal ha fijado unos parámetros de 
aceptación al Derecho Internacional Humanitario, en cabeza de la persona como 
 
 
fin último de existencia de la humanidad y como se ha aceptado no es de menos 
dejar en claro cuándo se atenta contra esa persona, en el caso de estudio: El 
Combatiente.  A futuro permitirá que los programas gubernamentales de 
desmovilización de los grupos disidentes como lo son guerrillas y autodefensas y/o 
paramilitares, tengan protección jurídica.  De igual forma, esa protección se amplíe 
a los miembros de la Fuerza Pública que por alguna circunstancia hayan dejado 
de ser combatientes, pero que tanto disidentes y grupos de alzada, a pesar de 
haber dejado las armas, no deben perder esa calidad.  Su deceso por los unos o 
los otros, incluso por un particular, pero que se genere con ocasión a esa 
pertenencia a un grupo armado, pues debe generarse el reproche penal por 
homicidio en persona protegida en la calidad de combatiente. 
 
Y cuando se nombra “Combatiente” debe de facto separarse del delito común, 
porque es que precisamente el delito común que castiga el homicidio simple, el 
homicidio agravado o el terrorismo son situaciones específicas de un ámbito de 
aplicación que no puede arroparse dentro del Derecho Internacional Humanitario, 
su incidencia está alejada de esta órbita, su radio de acción es general, sus 
adecuaciones pertenecen al Delito Común y por lo tanto no de la especificidad del 
Derecho Internacional Humanitario.   
 
Por ello se ha dejado en claro que el Combatiente es aquél que con ocasión al 
conflicto se ha involucrado en el mismo, ha sido  o es una fuente de peligro, 
porque ha recibido una preparación en el arte de la guerra, se le ha proporcionado 
el derecho a atacar y repeler  a un enemigo común, plenamente identificado, el 
cual está dentro de un ámbito denominado Fuerzas Armadas de Alzada o Grupos 
Disidentes, tiene la posibilidad de poseer armas y una logística propia de la 
guerra, con mandos completamente identificados, con subordinación normativa 





El presente trabajo también permite ahondar en un tema en el cual nuestro País, 
consciente del problema, los últimos dieciséis años  ha hecho carrera a acogerse 
a los Tratados Internacionales.  Por ello, se ha adecuado la Norma Constitucional 
y Penal, se ha dado tránsito al Legislativo para que proyecte la normatividad que 
acoge esos Tratados Internacionales  con el objeto de humanizar nuestro conflicto. 
Por esta razón, este estudio coadyuvado con el Centro de Investigación de la 
Universidad Libre compromete institucionalmente  ese deseo de humanizar el 
conflicto y hacerlo de alguna manera más piadoso, más consecuente y objetivo, y 
por qué no garantizar que a futuro nuestras nuevas generaciones tengan de 
presente que existen unos combatientes y que irles a generar un daño, traerá 
como consecuencia un reproche consecuente a esa condición de combatiente al 
cual se le debe respetar. 
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